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Presentación

La colaboración interuniversitaria entre la Universi-
dad Jaume I de Castellón, España, y la Universidad 
Autónoma del Estado de México, México, fue visi-
ble durante una década en la edición de Diálogos 
jurídicos España-México en sus versiones mexicana 
y española, una publicación nutrida con la ilusión 
y esfuerzo de docentes e investigadores de ambas 
universidades.

El intercambio de alumnos y maestros de am-
bas universidades, más las colaboraciones editoria-
les de docentes e investigadores han logrado ser 
un gran acierto, pues con los Diálogos jurídicos ha 
existido un acercamiento que nos lleva a considerar 
temas de gran trascendencia para el derecho, que 
responden a las necesidades sociales de actualidad.

Incluso, los operadores jurídicos de ambos paí-
ses fueron adquiriendo un conocimiento directo de 
la realidad; algunos profesores españoles visitaron 
nuestro país y varios de nuestros profesores mexi-
canos han visitado España; asimismo, esta alianza 
académica ha sido benéfica para los estudiantes 
que han descubierto las ventajas de participar en 
los programas de intercambio académico durante su 
formación profesional.

La selección de los temas abordados en la pu-
blicación conjunta de Diálogos provino de distintas 
propuestas que fomentaban disciplinas jurídicas de 
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ambas universidades, no cerradas a materias de de-
recho positivo y coincidentes en temas objeto del 
análisis, sin perjuicio de haber perfilado la concre-
ción de temas en los términos que mejor resultados 
aportasen, cumpliendo así lo dispuesto en el Conve-
nio Operativo establecido: promover la publicación 
de libros jurídicos que aborden desde la perspectiva 
del ordenamiento jurídico español y mexicano te-
mas relevantes, objeto de estudio del personal do-
cente de ambas instituciones, con el fin de difundir 
un conocimiento más próximo de realidades jurídi-
cas de cada país, potenciando con ello los estudios a 
través de los libros jurídicos.

Para finalizar y honrar ese trabajo conjunto se 
publica esta edición especial que contiene una selec-
ción de textos publicados. Así, Elizabeth Díaz López 
y Eduardo Blanco Rodríguez nos hablan de una serie 
de reflexiones político-electorales en torno a la ree-
lección legislativa como un derecho humano. Gusta-
vo Aguilera y Lola Cubells comentan sobre las nuevas 
tecnologías en materia de información como las fake 
news, los problemas y las consecuencias surgidas du-
rante la pandemia. Rafael Santa Cruz nos narra una 
visión del control social desde la perspectiva del Sis-
tema Penal Mexicano. Carlos Muñíz Díaz y Fernando 
Díaz Cobos nos hablan de la justicia restaurativa para 
la solución de conflictos en el ámbito laboral. Y fi-
nalmente, Jorge Agustín Viguri Cordero nos comenta 
sobre los problemas del Derecho de Asilo en España 
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y la protección de datos, especialmente en puestos 
fronterizos españoles.

En consecuencia y como se ha mencionado, 
esta edición es fruto del esfuerzo puesto en común 
por docentes e investigadores de ambas institucio-
nes y de quienes nos han apoyado en la revisión y 
corrección de la obra concretamente los compañeros 
de Departamento de Libros Abiertos, de la Dirección 
de Bienes Públicos del Conocimiento, de la Secreta-
ría de Ciencia, a quienes expresamente manifiesto 
mi más amplio reconocimiento por su gran esfuerzo.

Por último, quiero expresar mi reconocimiento 
a las autoridades de la Facultad de Derecho de la Uni-
versidad Autónoma del Estado de México (uaemex), 
especialmente a la Maestra en Derecho María José 
Bernáldez Aguilar por todo el apoyo brindado, pues 
con la firma de un acuerdo de colaboración entre 
ambas Facultades y una gran disposición por parte 
de muchas personas para seguir estrechando nues-
tros lazos de amistad, es lo que ha hecho posible 
continuar con este noble proyecto.

Martha E. Izquierdo Muciño 
Catedrática e investigadora

de la Facultad de Derecho de la  Universidad
Autónoma del Estado de México

Verano de 2025
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El derecho humano a la reelección 
legislativa como profesionalización 

en México

Eduardo Blanco Rodríguez*
María Elizabeth Díaz López**

Introducción

Este documento tiene como objetivo compartir con 
el lector una serie de reflexiones en torno al ejerci-
cio de la figura político-electoral reelección legisla-
tiva. Actualmente, el escenario político en México se 
distingue por el cúmulo de propuestas de reformas 
a la Constitución presentadas en el transcurso del 
2024, por ende, los temas de estos proyectos se en-
cuentran en la mira social.

Por esta razón, se considera de suma impor-
tancia escribir y publicar en torno a la actividad que 
desempeñan los legisladores en México. Como es 
sabido, desde 1977 se vive dentro de un sistema 
político para aspirar a cargos de elección popular, 
mayoritariamente partidista, sin soslayar la reforma 
de 2012 a la Ley Suprema por la cual se reconocen 
las candidaturas independientes. Esto representa un 
avance significativo en el sistema político del país, 
sobre todo, para quienes no militan, ni simpatizan 
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con los partidos políticos con registro ante los órga-
nos electorales (federal o locales).

Sin embargo, cuando se pone atención en el 
quehacer legislativo, es común encontrar críticas, opi-
niones e hipótesis en torno al perfil profesional o a la 
profesionalización que tiene o no un legislador, prime-
ro, en su calidad de representante de los mexicanos y, 
segundo, como quien se encarga de crear normas o 
leyes que regirán la vida de la sociedad mexicana.

En este contexto, la presente publicación tiene 
como finalidad analizar la reelección como una forma 
de profesionalización de legisladores en México des-
de un enfoque lógico, sintético analítico, con miras 
determinar dos aspectos importantes: 1) Si la figura 
de la reelección legislativa se puede concebir como 
un derecho humano y fundamental; y, 2) Si esta figu-
ra se puede considerar como un medio o mecanismo 
de profesionalización legislativa y hacer tangible el 
denominado efecto mariposa que se traduce en la 
esencia de la teoría del caos de Edward Lorenz.

Desarrollo

El derecho electoral es la disciplina jurídica que se en-
carga de estudiar la normatividad, las instituciones y 
los procesos relacionados con el ejercicio del derecho 
a ejercer el sufragio, como un derecho fundamental 
y humano; por ello, su constante transformación. Las 
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instituciones jurídicas vigentes también se actualizan 
ante cada desafío legal, pues es obligación de los ór-
ganos administrativos y jurisdiccionales atender los 
asuntos en materia electoral.

En este sentido, es necesario elaborar un bre-
viario histórico en torno al proceso de consolidación 
de esta disciplina jurídica, particularmente su reco-
nocimiento en el sistema jurídico mexicano.

Uno de los primeros antecedentes fuertes del 
ejercicio del derecho electoral en México se locali-
za en la Constitución de Cádiz de 1812, donde se 
contemplan las características para la elección de 
diputados: una elección indirecta, no existen orga-
nismos electorales, no se levanta un padrón o censo 
de electores, y el sufragio es secreto.

En 1824 se reconoce un congreso mexicano 
bicameral; consecuentemente, los tres poderes re-
conocidos a nivel constitucional son Poder Ejecuti-
vo —representado por un presidente y de manera 
colateral se reconoce la figura de vicepresidente—, 
Poder Legislativo —se constituyen las cámaras de di-
putados y senadores; en este sistema los diputados 
se caracterizan por ser representantes directos del 
pueblo, por ende, su elección es directa; en tanto, los 
senadores son la figura política representativa elec-
ta a través de los votos que emiten los integrantes 
de las legislaturas de los estados y debían obtener 
la mayoría absoluta, esto se traduce en una elección 
indirecta— y Poder Judicial.
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Después, con la publicación de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 5 de fe-
brero de 1917, se introducen importantes cambios 
en la vida política electoral: se fortalece la función 
de los colegios electorales; se establecen los prin-
cipios sobre los que descansa la forma de gobier-
no, republicana, representativa y popular, también 
la división de poderes; la elección periódica de los 
gobernantes; la elección directa del titular del Poder 
Ejecutivo, de los diputados y de los ayuntamientos, 
entre otras.

Durante el periodo postrevolucionario y hasta 
1991 se gestaron diversas leyes y decretos que for-
talecieron a las instituciones de derecho electoral; 
en ese sentido y por ser el tema toral de este docu-
mento, se advierte que, desde 1933 y hasta 1964, 
la reelección legislativa permaneció ausente; sin 
embargo, para el 13 de octubre de 1964, la fracción 
parlamentaria del entonces Partido Popular Socia-
lista, encabezada por Vicente Lombardo Toledano, 
presentó una iniciativa de adición al artículo 59 de 
la Constitución, cuyo sentido fue plasmar la posi-
bilidad de que los Senadores pudieran ser electos 
hasta por dos periodos consecutivos y los Diputa-
dos al Congreso de la Unión hasta por cuatro perio-
dos consecutivos; siempre y cuando la postulación 
fuera por el mismo partido o por cualquiera de los 
partidos integrantes de la coalición que los hubieren 
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postulado, salvo que hayan renunciado o perdido su 
militancia antes de la mitad de su mandato.1

El presidente José López Portillo, a través del 
secretario de Gobernación, Jesús Reyes Heroles, im-
pulsa ante el Congreso de la Unión la Ley de Partidos 
Políticos; así se creó formalmente el sistema de par-
tidos y se robusteció a los partidos de las minorías 
a través de los diputados de representación propor-
cional, lo cual no existía en el Senado.

La creación de las instituciones electorales 
contemporáneas arranca en la administración del 
presidente Carlos Salinas de Gortari, quien impul-
sa al Instituto Federal Electoral (ife). Sin embargo, 
es con la reforma de 1996-1997 cuando se logra la 
ciudadanización del ife, pues era presidido por un 
Consejo General de Ciudadanos, aunque eran elec-
tos por la Cámara de Diputados Federal. Este modelo 
se replicaba en las entidades federativas y eran las 
legislaturas locales quienes elegían a los Consejeros 
Electorales y los Magistrados de los Tribunales Elec-
torales locales, esto ponía en duda la imparcialidad 
del árbitro electoral, por la influencia de los gober-
nadores en turno y de quien tuviera la mayoría en 
los congresos estatales.

Con la llegada del presidente Enrique Peña 
Nieto en el 2012 y con la firma de los tres principa-
les partidos políticos de ese entonces: pan, pri y prd, 
llamado Pacto por México en 2014, se da una serie 
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de modificaciones y adiciones en el texto constitu-
cional que permite la posibilidad de la reelección 
consecutiva de Diputados y Senadores al Congreso 
de la Unión, así como la de legisladores estatales e 
integrantes de los ayuntamientos.

Así, el 10 de febrero de 2014 se publicó en el 
Diario Oficial de la Federación la reforma constitu-
cional en materia de política electoral, mediante la 
cual se modifican los artículos 51, 56 en su último 
párrafo, 59 ,115 y, unos años después, el del artículo 
122 de la Carta Magna. Aunado a esto y en cumpli-
miento de esa reforma, el 23 de mayo de ese mismo 
año se publicaron en el Diario Oficial de la Fede-
ración los decretos que expiden la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales; además, 
se reformaron y adicionaron diversas disposiciones 
de la Ley General del Sistema de Medios de Impug-
nación en Materia Electoral, donde se establecieron 
los medios para acceder a la reelección señalada. En 
conclusión, a partir de 2014 se legaliza y legitima 
la reelección legislativa para los integrantes del po-
der legislativo, legislaturas e integrantes de Ayunta-
mientos, y se crea la necesidad de generar y diseñar 
los procesos idóneos para hacer valer este derecho.

El Diccionario de la Real Academia Española 
de la lengua define reelección como la posibilidad 
de elegir otra vez a una persona o cosa. Mayra No-
hemí Espinosa Espinoza afirma que la reelección en 
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un proceso electoral es entender que, aunque ya 
representó algún puesto de elección popular, una 
persona tiene la oportunidad de contender de nue-
va cuenta por ese mismo cargo.2

Dieter Nohlen afirma que la reelección es:

el derecho de un ciudadano (y no de un partido) que ha 
sido elegido y ha ejercido una función pública con re-
novación periódica de postular y de ser elegido una se-
gunda vez o indefinidamente para el mismo cargo […]; o 
la posibilidad jurídica de un individuo que haya desem-
peñado algún cargo de elección popular, para contender 
nuevamente por el mismo cargo al finalizar el período 
de su ejercicio.3

Un aspecto destacable es que, si se contiende por el 
mismo cargo, la naturaleza de la reelección implica 
una continuidad en la responsabilidad o cargo.

En este sentido es dable advertir que para 
2014 se contempla la reelección de cargos por elec-
ción popular en México; sin embargo, no hay una 
normatividad u ordenamiento operativo o adjetivo; 
aun cuando en el país ya se reconoce e incluso se 
ejerce el derecho a la reelección, los institutos garan-
tes de los procesos electorales nacional y estatales 
han sido los encargados de generar los lineamientos 
básicos que establecen las condiciones para hacer 
efectivo este derecho, particularmente tratándose 
de reelección en diputados; dentro de esta norma-
tividad destaca la presentación, antes del periodo 
de precampaña, de una carta de intención que las 
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personas interesadas deben entregar al partido con 
el que se postularán.

Jurisprudencialmente, la reelección ha sido re-
conocida como derecho humano, sujeto a restriccio-
nes; sin embargo, carece de mecanismos o garantías 
para hacerlo valer; por ello, para hacer valer el de-
recho, los órganos de gobierno del Congreso de la 
Unión han optado por crear lineamientos y el Insti-
tuto Nacional Electoral (ine) por acuerdos aprobados 
por el Consejo General.

El primer ejercicio fue para el proceso elec-
toral federal 2020-2021; el ine emitió un Acuerdo 
del Consejo General con los Lineamientos sobre 
Elección Consecutiva de Diputaciones por Ambos 
Principios Mayoría y Representación Proporcional, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 
de diciembre de 2020. En esta normatividad, se des-
taca la responsabilidad de los partidos políticos que 
van a respaldar a las personas a reelegirse, tienen la 
obligación de verificar de que no exista una senten-
cia o sanción por la comisión de delitos, sobre todo, 
de violencia familiar o violencia de género, pues eso 
es un impedimento para ser postulado a un cargo de 
elección popular en términos de lo dispuesto en el 
artículo 442 bis, en relación con el 456, numeral 1, 
inciso c), fracción iii, de la Ley General de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales, a efecto de valorar 
la pertinencia de su postulación por la vía de la elec-
ción consecutiva.
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Asimismo, en los criterios normativos para 
hacer efectivo el derecho humano de reelección, 
se destaca la prohibición de hacer uso de recursos 
financieros o materiales que la persona puede dis-
poner en el ejercicio del cargo que ostenta y por el 
cual intentará la reelección; además, deberá postu-
larse a través del mismo partido o coalición políti-
ca con la que lo hizo la primera vez, salvo que haya 
renunciado a su militancia. Para el proceso electoral 
federal 2023-2024, los lineamientos sobre elección 
consecutiva para senadurías y diputaciones federa-
les por ambos principios “tiene por objeto regular la 
elección consecutiva en el Proceso Electoral Federal 
2023-2024, con el fin de ponderar y garantizar tanto 
el derecho a ser votada de la persona interesada en 
reelegirse, como el derecho a votar de la ciudadanía, 
así como salvaguardar los principios constituciona-
les que rigen la contienda electoral”.4

Se advierte que, al ser una norma de vigencia 
determinada, fue creada con premura para ejercer el 
derecho ya previsto en la Constitución. Estas dispo-
siciones intentan suplir los vacíos legislativos secun-
darios que la norma constitucional y la legislación 
electoral no prevén para los distintos supuestos. Esto 
conlleva a que las autoridades electoral y jurisdiccio-
nal en la materia vengan a regular y suplir las defi-
ciencias y vacíos normativos existentes, además de 
resolver las controversias suscitadas en los procesos 
de selección interna en cada uno de los partidos.
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Más adelante los lineamientos de referencia 
despliegan un poco más la disposición constitucional 
respecto a la elección consecutiva, señalando que la 
postulación podrá realizarse por distintos principios; 
sin embargo la postulación por elección consecutiva 
podrá realizarse por el mismo principio por el que 
se obtuvo el cargo o incluso por el otro principio, 
siempre y cuando se cumpla con el requisito de resi-
dencia de 6 meses efectivos previos a la elección, de 
acuerdo con los artículos 55 y 58 de la Carta Magna.

Es importante señalar que los lineamientos en 
estudio contienen también disposiciones respecto a 
la fiscalización de los recursos; además, imponen la 
obligación de los partidos políticos de observar la 
paridad de género en la contienda interna, debién-
dose priorizar dicho principio frente al derecho de 
elección consecutiva.

Al hacer un estudio minucioso en torno a los 
aspectos que se deben considerar para hacer efecti-
vo el derecho constitucional sobre reelección legis-
lativa, se observa la tangibilidad de características 
propias de los derechos humanos, como la progre-
sividad, universalidad, indivisibilidad e interdepen-
dencia. Por ende, es innegable que a la elección 
consecutiva se asigna la calidad de derecho funda-
mental, pero con limitaciones.

Esta normatividad obliga necesariamente a ha-
cer un ejercicio de ponderación  en relación con los 
derechos humanos consagrados en la Constitución, 
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por un lado, siendo el eje toral de la presente publi-
cación, el derecho a la reelección consecutiva de un 
cargo de elección popular y, por otro, el derecho de 
igualdad y no discriminación, que en el ámbito elec-
toral ha ido evolucionando, primero, como una cuota 
y actualmente denominada paridad o equidad de 
género, determinando por parte del propio legis-
lador la supremacía del segundo sobre el primero; 
después, para advertir la necesidad de confrontar dos 
derechos humanos y fundamentales a través de un ar-
gumento que sustente la primacía de uno sobre otro.

Es necesario reiterar que, si bien el derecho a 
la reelección consecutiva se ha institucionalizado 
a partir de 2014 como un derecho fundamental, es 
una realidad la necesidad de crear normas adjetivas 
de vigencia determinada para hacerlo valer; esto 
pone en evidencia el riesgo de existir diferencias en 
los procedimientos para ejercitarlo como un dere-
cho. Desde 2014, México tiene la inminente nece-
sidad de crear una norma secundaria uniforme para 
hacer efectivo el derecho fundamental de la reelec-
ción, con lo hasta ahora vertido es posible afirmar: 
la reelección legislativa es un derecho fundamental 
que se encuentra en proceso de evolución para su 
consolidación, es decir, se encuentra en un estado 
de progresividad.

En el contexto particular del Estado mexica-
no, surge el planteamiento adicional al ejercicio 
del derecho humano a la reelección legislativa, el 
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cual versa sobre el impacto o la incidencia social 
que traería consigo esta práctica. En este sentido, 
la sociedad mexicana ha externado su inconformi-
dad por programas o proyectos inconclusos, pues-
tos en marcha sin haber evaluado los resultados. El 
tiempo que un representante legislativo ostenta el 
cargo no es suficiente para proponer, aprobar, poner 
en marcha, evaluar y rendir cuentas de sus propues-
tas. Para Isaac Katz, la reelección inmediata de un 
legislador contribuye a la posibilidad de evaluar la 
labor del congresista en lo individual; si no se propi-
cia la reelección inmediata, entonces, el electorado 
sólo observará a un partido político al interior del 
Congreso; los partidos políticos se preocupan por 
ocupar un lugar en el parlamento y no por garan-
tizar que los militantes que ocupan un lugar en el 
Congreso respondan al compromiso social, porque 
los eligen para ser representantes del pueblo y no 
de un partido político.

Otro aspecto con incidencia social en el ejer-
cicio de la reelección legislativa es la posibilidad de 
fortalecer el perfil de los legisladores propiciando la 
profesionalización, que tanta falta hace en su labor.

Hablar de perfil implica la necesidad de cono-
cer el conjunto de capacidades y competencias de 
una persona para desempeñar responsablemente 
las funciones y tareas encomendadas. Visualizar la 
función que desempeñan los legisladores conlleva 
ineludiblemente a la pregunta: ¿Qué habilidades, 
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capacidades y conocimiento deben tener para des-
empañar su función? ¿Basta conocer geográfica-
mente la región y población que representan en el 
poder?

Así, cobra relevancia el estudio realizado por 
Jonathan Villalobos y Fernando Patrón, quienes se-
ñalan que existen variables centrales utilizadas en 
otros países para medir la profesionalización legisla-
tiva, de ellas destacan cinco:5

•	Grado de escolaridad de Diputados y Senadores, 
•	Trayectoria legislativa previa,
•	Trayectoria gubernamental previa,
•	Presentación de iniciativas, y
•	Asistencia en periodos ordinarios

En cuanto a la preparación académica, un porcenta-
je alto tiene carreras técnicas y aquellos con forma-
ción universitaria, en su mayoría, tienen licenciatura 
en derecho, seguida de la administración, contabili-
dad e ingeniería; otras variables son mínimas.

Para medir su trayectoria legislativa se toma 
en cuenta su experiencia y capacitación en temas 
de discusión y presentación de leyes y políticas, por 
lo que se puede considerar una variable de gran 
trascendencia; en palabras sencillas, consiste en 
identificar la experiencia continua en las actividades 
desempeñadas para cumplir su función como inte-
grante de un órgano colegiado deliberativo.
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La trayectoria gubernamental permite iden-
tificar cómo es que el servidor público se ha desa-
rrollado en algún cargo dentro de la administración 
pública federal, estatal o municipalmente; esto per-
mite llegar con mayor experiencia a un cargo legis-
lativo conociendo cómo funciona la administración 
pública; es decir, un legislador debe tener conoci-
miento de la estructura de gobierno y de las funcio-
nes que recaen en cada dependencia o entidad que 
forma parte de la administración pública, porque en 
el momento de estar en trabajo netamente legisla-
tivo debe conocer el tipo de norma y, sobre todo, la 
esencia u objeto de la ley que está en proceso de 
creación.

La profesionalización también se refleja en la 
presentación de iniciativas de ley, tarea fundamen-
tal del legislador; por ejemplo, la lxii Legislatura del 
Senado presentó 100 iniciativas y la Cámara de Dipu-
tados 500; el ejercicio de presentar una iniciativa de 
ley implica el conocimiento técnico legislativo para 
construir un proyecto de iniciativa de ley, porque en 
este documento se deben presentar los argumentos 
necesarios para justificar la propuesta para crear o 
modificar una norma jurídica. “La profesionalización 
legislativa es un concepto multifactorial que proviene 
desde la naturaleza misma del cargo. Los parámetros 
de medición deben ser distintos a otras profesiones, 
debido a las particularidades que conlleva”.6
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Hablar de profesionalización implica recono-
cer la necesidad de maximizar los recursos huma-
nos, centrados en el desarrollo de sus habilidades 
y aptitudes para el impacto favorable en la institu-
ción. Mediante procesos con mecanismos específi-
cos que permitan el ingreso por mérito, potenciar la 
capacidad, reconocer la vocación, fortalecer la efi-
cacia del desempeño, fomentar la responsabilidad, 
valorar la honestidad y remunerar el compromiso. 
En este sentido, todo ser humano tiene la posibili-
dad de desarrollar habilidades; pero no es posible 
soslayar que esto se logra a partir de la práctica, es 
decir, con una repetición de actos o acciones para 
potencializar el conocimiento y el dominio sobre una 
actividad; por ello, señalar que la profesionalización 
legislativa se puede materializar en el momento de 
ejercer el derecho fundamental de la reelección se 
vuelve una hipótesis viable, porque así el legislador 
tiene mayor tiempo para desarrollar y mejorar, inclu-
so, las habilidades que se requieren para realizar sus 
quehaceres o funciones como legislador.

En México, el sistema político-electoral, desa-
fortunadamente, da mayor valor a criterios distintos 
a los que se contemplan en un proceso de profesio-
nalización: la experiencia y trayectorias políticas. En 
palabras de Valencia Escamilla:

La profesionalización del legislador se puede dividir 
para su estudio en cuatro elementos: la experiencia 
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legislativa, la carrera legislativa, la capacitación y el 
cuerpo de apoyo legislativo (staff). Las dos primeras 
resultan de los esfuerzos individuales del legislador, 
mientras que las dos últimas se refieren al apoyo inter-
no que los legisladores reciben de sus organizaciones 
partidistas, así como de la organización legislativa.7

Desde esa óptica, la experiencia legislativa se visua-
liza como el conocimiento que el legislador adquiere 
con el transcurso del tiempo; es decir, el legislador 
desarrolla su labor con mayor facilidad y habilidad 
porque se encuentra en el cargo por un tiempo o pe-
riodo que le permite potencializar su labor; aquí se 
visualiza la figura de la reelección legislativa, nueva-
mente, como un elemento que le permite al legisla-
dor adquirir dicha experiencia.

Con la trayectoria de los legisladores se obser-
va la carrera legislativa; es decir, con los cargos, fun-
ciones o responsabilidades que los representantes 
del pueblo han desempeñado en las diferentes co-
misiones u órganos que forman parte de la estructura 
del poder legislativo; también se complementa con 
los proyectos de iniciativas de ley que presentan para 
su discusión y aprobación.

Sin duda, como en cualquier profesión e inclu-
so oficio, la capacitación es necesaria, porque la di-
namicidad social hace que las interacciones sociales 
sean cambiantes; por tanto, se traduce en un meca-
nismo de actualización teórico y práctico.

Referirse al cuerpo de apoyo técnico o staff 
en el quehacer legislativo es algo poco explorado 
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por los especialistas en la materia; sin embargo, no 
es posible evaluar el desempeño de un legislador 
sin sensibilizarse con las actividades que desarrolla 
ese equipo de trabajo, porque son las personas que 
realizan el trabajo oculto sobre todo en el proceso 
legislativo, quienes cabildean, quienes investigan, 
quienes construyen los argumentos para poder dic-
taminar a favor o en contra de una iniciativa de ley; 
por ende, hablar de profesionalización legislativa 
también implica profesionalizar a este equipo de 
manera paralela al propio legislador, para que el tra-
bajo se haga de manera óptima y adecuada.

Después de haber señalado que la profesionali-
zación permite maximizar los recursos en la actividad 
de los legisladores como resultado de la práctica, con 
la finalidad de desarrollar habilidades y capacidades 
para desempeñar su función, resulta importante po-
ner atención en la percepción ciudadana en torno a 
la actividad y figura de los legisladores.

De acuerdo con Cobo Campos,8 el ciudadano 
común no percibe el contenido de la actividad legis-
lativa y mucho menos el beneficio que en su esfera 
personal le depara dicha labor. Es posible advertir 
que, entre los tres poderes del Estado mexicano, el 
legislativo comúnmente se lleva las palmas como el 
más impopular, incluso es repudiado por el ciudadano 
mexicano común, de ahí que el descrédito de estos 
cuerpos legislativos sea alto.
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Por ello, esta autora propone procesos de 
evaluación legislativa argumentando que “pueden 
abonar mucho no solo a la labor de nuestro órga-
no legislativo, sino también a la percepción que de 
esta tiene el pueblo mexicano, lo cual permitirá un 
desarrollo jurídico social en este sentido no alcan-
zado a la fecha”.9 Aquí es posible que se considere 
un proceso de evaluación al quehacer legislativo 
para fortalecer la profesionalización de los legisla-
dores; sin embargo, es importante identificar que 
este proceso conmina previamente una capacita-
ción en técnica legislativa y estudios especializa-
dos de acuerdo con las actividades y comisiones 
legislativas de las que formen parte, como ocurre 
en los ayuntamientos y alcaldías de la Ciudad de 
México, donde hay comisiones que presiden el sín-
dico, regidores y concejales.

Bajo este contexto, es rescatable poner a con-
sideración del lector algunos beneficios sociales y 
políticos que se pueden obtener con la reelección 
legislativa, como un factor importante en la profe-
sionalización de los legisladores:

a)	Profesionaliza las carreras políticas. El prospecto 
de reelegirse y permanecer en el cargo por varios 
periodos consecutivos motiva a los legisladores 
y miembros de los ayuntamientos a informarse 
y aprender sobre diversas materias, a mejorar su 
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técnica legislativa y a trabajar con mayor eficacia 
y disciplina.

b)	Inyecta estabilidad política y legislativa […], [se for-
talece] la prudencia, la negociación y la discreción 
como herramientas básicas del quehacer político 
[…].

c)	 Incentiva la elaboración de proyectos de largo plazo. 
La reelección consecutiva incentiva la elaboración 
de proyectos que requieren de varios años para 
gestarse y registrar un impacto, reduciendo el ries-
go de que queden truncos o sean percibidos como 
ineficaces.10

Para México es una experiencia nueva, pues aún no 
es palpable y visible el resultado de su implemen-
tación; es preciso que el tiempo siga su curso para 
ver qué beneficios ha otorgado al sistema político 
mexicano la elección consecutiva.

Para Laura Valencia Escamilla:

la reelección consecutiva o la reincidencia en el mis-
mo cargo es la profesionalización legislativa entendida 
como la actividad de los congresistas que tiene como 
principal objetivo: dar respuesta a las demandas de sus 
representados mediante la formulación y elaboración 
de iniciativas de ley que conjugan los intereses de los 
legisladores y sus partidos con la respuesta a las deman-
das de sus representados.11

En este sentido, la mayoría de los especialistas en 
el tema coinciden en señalar que una verdadera 
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profesionalización legislativa es posible a través de 
la reelección; a pesar de ser un tema tan polémico, 
responder a la interrogante: ¿la reelección legislati-
va garantiza la profesionalización? ha sido objeto de 
diversos estudios, sobre todo, por especialistas en 
derecho constitucional, coincidiendo en supuestos 
como los siguientes:

•	La reelección legislativa enriquece la experiencia 
y favorece la profesionalización.

•	Además, fomenta y fortalece la cultura de la ren-
dición de cuentas. Consecuentemente, es posi-
ble aceptar como un aspecto positivo con miras 
a incrementar la profesionalización de los legis-
ladores, ya que por décadas se les atribuyen a 
los actores políticos características subjetivas, 
por ejemplo, no tener una formación profesio-
nal concluida y, si la hay, debe ser compatible 
con el quehacer legislativo. Por tanto, siempre se 
presentó la inminente necesidad de contar con 
asesores técnicos para que el legislador pudiera 
desempeñar su función de manera óptima, efi-
caz y eficiente; así, la reelección sería parte de la 
solución a este fenómeno social.

Sin duda, por décadas, la percepción social res-
pecto del quehacer de los legisladores ha sido de 
indiferencia y, en un escenario más crítico, de de-
cepción. Ahora bien, hasta ahora ha quedado en 
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evidencia que la reelección legislativa es una ma-
nera de profesionalizar a los legisladores; sin em-
bargo, a pesar de que la reelección es un ejercicio 
pleno de los derechos políticos, la realidad que se 
vive en México refleja el poco ejercicio de la ree-
lección, tal como se observa en el informe derivado 
del Censo Nacional de Poderes Legislativos Esta-
tales del 2024. De acuerdo con él, únicamente en 
16 legislaturas se reportaron personas legisladoras 
reelectas; el porcentaje de reelección es muy bajo; 
en este censo, el porcentaje de reelección más alto 
se evidencia en Querétaro y Michoacán con 24 y 
23.1 %, respectivamente; esto representa 9 legis-
ladores reelectos.12

Ante este panorama, cobra relevancia la ne-
cesidad de fortalecer la cultura de la reelección le-
gislativa para poder propiciar el denominado efecto 
mariposa o la dependencia sensible de las condicio-
nes iniciales. Una influencia donde la más mínima 
perturbación en el estado inicial del sistema puede 
producir cambios importantes en el resultado final.13

Conclusiones

A partir de la indagación documental que se hizo 
para la construcción del presente documento, es po-
sible compartir a manera de conclusión lo siguiente.
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México, como nación independiente, experi-
mentó un largo periodo convulsivo previamente a 
la  consolidación del régimen y la forma de gobierno 
que actualmente se ejerce; en este sentido, analizar 
la figura de la reelección legislativa en su devenir 
histórico implica comprender que los primeros go-
bernantes, en sus diferentes momentos, abusaron 
del poder; en consecuencia, uno de los ideales o 
principios bajo los cuales se gesta la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos es el sufra-
gio efectivo y la no reelección. Sin embargo, con el 
paso del tiempo, se observan necesidades sociales 
que conllevaron a la necesidad de reformar en di-
ferentes momentos la Carta Magna; así, en 2014 se 
logró una reforma constitucional en materia electo-
ral que garantiza el ejercicio del derecho humano y 
fundamental de la reelección legislativa o elección 
consecutiva, como lo denominan algunos autores.

Bajo la premisa de ejercer un derecho huma-
no y fundamental, resulta inminente compartir el 
argumento de por qué la reelección legislativa ad-
quiere la calidad de derecho humano y fundamen-
tal. En este bastaría hacer un esbozo en torno a la 
evolución de los derechos humanos; doctrinalmen-
te incluso se conoce esta evolución como un paso 
de generaciones en cuanto a derechos humanos, 
sin embargo, resulta inconcuso que esta evolución 
sea producto de una característica propia de los de-
rechos humanos conocida como progresividad; por 
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tanto, es dable afirmar que la reelección legislativa 
se traduce en una progresividad tangible de los de-
rechos político-electorales que han sido reconoci-
dos desde el siglo xix como derechos humanos.

Finalmente, tras comprender los criterios o ele-
mentos implicados en una profesionalización legis-
lativa, se puede afirmar que la elección consecutiva 
o reelección de los integrantes del poder legislativo 
es una herramienta o medio idóneo para garantizar 
esa profesionalización tan necesitada y, hasta cierto 
punto, demandada en los legisladores.
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Fake news en tiempos pandémicos: 
la orden ministerial del gobierno de 

España contra la desinformación*

Lola Cubells Aguilar**

Introducción

Las fake news no solo invaden la red, también se han 
convertido en parte de nuestro lenguaje cotidiano. 
En estos tiempos de infodemia —otra palabra de 
moda— donde el ruido es más fuerte que el silencio, 
donde el peligro de la dicotomía verdad/mentira con-
tamina la libre información, pretendemos complejizar 
el debate sobre cómo legislar contra las fake news o, 
más bien, cómo lograr que las políticas públicas y las 
normativas que pretenden luchar contra la desinfor-
mación fortalezcan los derechos de la ciudadanía y 
no se conviertan en herramientas que restrinjan de-
rechos fundamentales.

Parece existir unanimidad sobre qué son las 
fake news e incluso repetimos como lugar común que 
las noticias falsas no son algo nuevo. Se afirma que 
siempre han existido “bulos” como parte de nuestra 
historia de desinformación. A pesar de ello, no existe 
unanimidad en la mirada sobre cómo contrarrestar el 
tsunami de fake news que nos arrolla diariamente, ni 
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siquiera existe un análisis unívoco sobre qué actores 
deberían ser los encargados de verificar o, incluso, si 
es pertinente o no legislar contra la desinformación 
o qué tipo de herramientas, más allá de las legislati-
vas, deberían emplearse para esta batalla contra un 
“enemigo” de la democracia, múltiple, difuso y, apa-
rentemente, anónimo.

Para ello, en primer lugar, realizaré una breve 
acotación sobre la regulación española de la libertad 
de información y la jurisprudencia del Tribunal Cons-
titucional en la “veracidad”, como elemento funda-
mental para la protección constitucional del derecho 
fundamental a la libertad de información.

En segundo lugar, haré referencia al debate 
existente sobre cómo podemos definir las fake news 
y las recomendaciones emitidas por diferentes ór-
ganos internacionales sobre la lucha contra la des-
información.

A continuación, me centraré en la Orden del 
Ministerio de la Presidencia del Gobierno español, 
publicada en el Boletín Oficial del Estado (boe) el 5 
de noviembre de 2020, mediante la que el Consejo 
de Seguridad Nacional aprobó el “Procedimiento de 
actuación contra la desinformación”.

A través de las diferentes críticas y observa-
ciones desatadas por esta norma reglamentaria que 
lucha contra la desinformación, repasaré algunas de 
las propuestas existentes sobre cómo legislar para 
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hacer frente a las fake news, desde una visión de-
mocrática y crítica con las restricciones de derechos 
fundamentales.

Por último, abonaremos la discusión con al-
gunos puntos concluyentes que, sin ánimo taxativo, 
pretenden abrir la discusión y complejizar sobre los 
elementos necesarios para convertir las normativas 
contra las fake news en herramientas de empodera-
miento ciudadano y de fortalecimiento de la libertad 
de información como requisito básico para la cons-
trucción de una opinión pública crítica que pueda 
representar un contrapoder frente a los intereses 
económicos de los diferentes actores interesados en 
mantener a la sociedad adormecida y ensordecida.

En un momento histórico como el que atra-
vesamos, una encrucijada civilizatoria en la que la 
pandemia global desnudó algunas de las desigual-
dades estructurales del sistema-mundo que habita-
mos, urge convertir la libertad de información en una 
herramienta contra los poderes que mercantilizan 
la vida y que, para ello, emplean la desinformación 
como herramienta de control de nuestras vidas.

Fake news o desinformación: aclaración conceptual

En la Constitución Española de 1978 (ce), el derecho 
a la información o comunicación aparece regulada 
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dentro del Título I: De los derechos y deberes funda-
mentales, Capítulo II: Derechos y Libertades, Sección 
1ª: De los derechos fundamentales y de las liberta-
des públicas. Este enclave constitucional lo configu-
ra dentro del núcleo de derechos fundamentales y 
libertades públicas con el máximo nivel de garantías 
(normativas, institucionales y judiciales) establecido 
en los artículos 53 y 54 de la ce.

El artículo 20.1.d de la ce regula el derecho a 
la información junto a otros derechos fundamentales 
vinculados entre sí como el derecho a la libertad de 
expresión (apartado a); el derecho a la producción y 
creación literaria, artística, científica y técnica (aparta-
do b) y el derecho a la libertad de cátedra (apartado c).

El poder constituyente consideró que ese con-
junto de derechos fundamentales para la ciudadanía 
y la sociedad, en su conjunto, debía contar con unas 
garantías de protección especiales referidas a los re-
quisitos de su desarrollo legislativo y a su protección 
en caso de violación por parte de los diferentes po-
deres del Estado.

Esto se tradujo, por un lado, en que los dere-
chos fundamentales (entre ellos, el derecho a la in-
formación) deben ser regulados mediante Ley Orgá-
nica, tal y como establece el artículo 81 de la ce. Esta 
protección a la hora de regular derechos fundamen-
tales se traduce en la necesidad de requerir mayoría 
absoluta de las cámaras legislativas; con ello se im-
pide que minorías parlamentarias puedan modificar 
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aspectos fundamentales relativos al desarrollo le-
gislativo de derechos fundamentales. Por otro lado, 
frente a la posible violación del derecho a la infor-
mación, se contempla la posibilidad de acudir a los 
tribunales ordinarios a través de un procedimiento 
sumario y preferente, pero también, una vez agotada 
esta vía, poder acceder, con el recurso de amparo, al 
Tribunal Constitucional (tc), máximo órgano jurisdic-
cional en materia de protección de derechos y liber-
tades fundamentales.

El hecho de situar el derecho a la información 
en un lugar de alta protección constitucional signi-
fica que el constituyente entendió que garantizar la 
libertad de información es un requisito indispensa-
ble para hablar de una sociedad democrática donde 
la comunicación permita la construcción de una opi-
nión pública crítica, plural y participativa.

Si acudimos a la redacción constitucional, ob-
servamos que existe una acotación sobre el tipo de 
información digna de protección constitucional: “co-
municar o recibir libremente información veraz”. Es 
decir, se excluirá toda aquella información que no 
cumpla con el requisito de veracidad, concepto que 
abordaré más adelante.

Por tanto, comunicar noticias falsas, mentiras 
o bulos no se considera protegido por el derecho 
a la información, del mismo modo que la libertad 
de expresión no ampara insultos y mucho menos 
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calumnias, en cuanto representan un desprecio ab-
soluto por la verdad.

La particularidad del derecho a la información, 
tal y como está regulado en la ce, se basa en que 
“tiene un doble contenido: por un lado, el derecho 
a comunicar libremente información veraz por cual-
quier medio de difusión y, por otro, el derecho recí-
proco a recibir esa información en igualdad de con-
diciones”.1

Así, es importante señalar que el sujeto titu-
lar del derecho a comunicar y recibir información es 
toda la ciudadanía, aunque exista un trato preferen-
te en la protección constitucional de las personas 
consideradas profesionales de la información.

La veracidad: requisito constitucional del derecho a 
la información

Es necesario puntualizar que al referirnos a la “ve-
racidad”, en relación con el derecho a la informa-
ción, no significa que únicamente aquellas noticias 
que narren lo acontecido con total apego a la ver-
dad estarán protegidas. Se asume que la “verdad 
absoluta” no existe porque la transmisión de he-
chos —contenido esencial del acto de informar— 
siempre va a estar influida por quien transmite 
los hechos. De hecho, el Tribunal Constitucional, a 
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través de diferentes sentencias, ha generado una 
jurisprudencia para entender el significado cons-
titucional de la “veracidad”. Como nos recuerda la 
profesora Cristina Pauner, la veracidad “no equiva-
le a objetividad”.2 En sintonía con la doctrina del tc, 
en su Sentencia 6/1988, el requisito constitucional 
de la veracidad no va dirigido a la exigencia riguro-
sa y total de exactitud de la información, cuanto a 
negar esa protección a quienes actúan con menos-
precio de la veracidad o falsedad de lo comunicado 
(rumores, invenciones o insinuaciones).

La veracidad se refiere, por tanto, a la diligen-
cia debida del profesional de la comunicación, tal 
y como reiteró la Sentencia del tc 240/1992, en el 
fundamento jurídico 7: se exige al periodista una 
“actuación razonable en la comprobación de la ve-
racidad de los hechos que expone para no defraudar 
el derecho de todos a recibir una información veraz”.

Por veracidad entendemos, por tanto, la bús-
queda de la verdad. Principio que aparece también 
recogido en las diferentes normas deontológicas 
existentes a nivel nacional e internacional.

La desinformación, podemos decir, siempre ha 
existido y, debido a ello, hay algunos mecanismos de 
protección para aquellas personas que puedan ver 
afectados sus derechos fundamentales, por medio 
de información carente de veracidad. Por esta razón, 
el apartado 4º del artículo 20 de la ce puntualiza que 
las libertades reconocidas en este precepto tendrán 
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como límite expreso los derechos al honor, a la inti-
midad personal y familiar y a la propia imagen.

El derecho a la rectificación, regulado en la 
l.o. 2/1984, de 26 de marzo, puede ser ejercido por 
personas aludidas en determinadas noticias cuando 
consideren que existen datos erróneos que pueden 
dañar su honor. Antes de poder acudir a los tribuna-
les por la vía civil o penal, es una primera barrera de 
protección. En el caso de la rectificación, no se llega a 
entrar a evaluar si lo que narra la noticia cumple con 
el principio de veracidad o no, sino que garantiza el 
derecho de la persona aludida a “rectificar” aquellos 
datos que atentan contra su honor. Y permite, por 
tanto, un proceso donde los tribunales no actúan a 
no ser que el medio de comunicación incumpla con 
sus obligaciones de rectificación en tiempo y forma 
señalada por la norma.

Esta herramienta de protección no es incompa-
tible con las garantías jurisdiccionales de protección 
del derecho al honor en el orden civil o penal. En 
este último se intentan resolver los conflictos más 
graves de violaciones del derecho al honor, a través 
de los delitos de injurias y calumnias.

Dicho todo lo anterior, debemos aclarar que 
la preocupación actual respecto al fenómeno de las 
fake news o noticias falsas va más allá de la prevista 
desinformación que puede derivar de una mala pra-
xis comunicativa. Nos encontramos, como señalan 
Simona Levi y Miriam Carles, ante “una industria de 
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la desinformación”,3 esto es una industria desarrolla-
da al calor de la penetración de internet en nuestras 
vidas cotidianas y del cambio en el consumo de la 
información, pasando de la prensa escrita a la digital 
y mucho más, a la información a través de las redes 
sociales. Cuando pregunto en mis clases al alumnado 
de Derecho o de Periodismo si leen prensa digital, 
responden negativamente. Gran parte de la pobla-
ción joven se informa a través de las redes sociales 
y, principalmente, de las grandes plataformas como 
Facebook, Twitter o Instagram.

Existe una visión que deposita la responsabi-
lidad de la lucha contra las fake news en la ciuda-
danía, de ahí la llamada a la “alfabetización mediá-
tica”. Pero existe una crítica que busca la raíz en la 
industria de la desinformación. Este es el posiciona-
miento desarrollado por el equipo de Xnet,4 quienes 
apuntan hacia quienes consideran son los grandes 
responsables de la pandemia de noticias falsas:

desde el origen de los tiempos, los grandes producto-
res y viralizadores de fake news y de desinformación no 
han sido los ciudadanos comunes, sino los gobiernos, 
las instituciones, los partidos políticos, los medios de 
comunicación de masas, las grandes fortunas, las cor-
poraciones de gran alcance, o sus equivalentes en cada 
época histórica. Y lo han sido por una razón muy simple: 
son quienes tienen medios para podérselo permitir.

De hecho, los autores de #FakeYou también cuestio-
nan el propio concepto de fake news, pues afirman 
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que es un concepto inadecuado e insuficiente y “no 
captura toda la complejidad de las formas de ma-
nipulación informativa, que incluye información no 
propiamente «falsa»”.5

Las grandes campañas de desinformación no 
son dirigidas por la ciudadanía. Analizando las últi-
mas campañas electorales de Estados Unidos, Mé-
xico, Brasil o España, vemos cómo el cambio en la 
intención de voto o el auge de la ultraderecha están 
vinculados a operaciones de campañas de desinfor-
mación que necesitan un gran flujo de dinero para 
hacerlas posibles. En México, por ejemplo, el autor 
del libro Fake news: la nueva realidad ha revelado 
cómo a partir de las elecciones de 2018 se contra-
taron a personas para que redactaran noticias falsas 
en contra de los adversarios políticos. Como él mis-
mo señala: “Escribir fake news es un buen negocio. 
La inversión es muy baja y el retorno es muy alto.”6

En el caso concreto de España, las medidas 
instauradas por el gobierno de coalición entre el 
Partido Socialista Obrero Español (psoe) y Unidas 
Podemos (Podemos e Izquierda Unida), a través del 
estado de alarma, fueron cuestionadas a través de 
campañas de desinformación convirtiendo una si-
tuación de salud pública en una batalla ideológica 
oponiendo libertad a comunismo.

Por todo ello, existe una gran preocupación 
sobre el impacto de las noticias falsas en procesos 
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de toma de decisiones colectivas como puede ser 
el caso del Brexit o las elecciones estadounidenses. 
Mientras escribo este texto se producen manifesta-
ciones en Cuba, y en los medios se viralizan imáge-
nes de protestas que parecieran mostrar la realidad 
de las protestas, pero que pertenecen a las protestas 
del 1 de mayo en La Habana, celebraciones futbolís-
ticas en Buenos Aires o una manifestación en Barce-
lona de 2018.7

Los retos radican, por tanto, en cómo poder 
contrarrestar o luchar contra las noticias falsas sin 
un mayor recorte de derechos fundamentales que 
puedan representar nuevas modalidades de censura 
encubierta. Uno de los grandes retos radica en de-
terminar quiénes deben ser los sujetos encargados 
de determinar qué es una noticia falsa y si esta res-
ponsabilidad debe depositarse en gobiernos, me-
dios de comunicación o en las propias empresas de 
servicios online.

En las elecciones presidenciales de Estados 
Unidos en 2016, Trump desató la noticia falsa sobre 
el fraude electoral que provocó el “asalto al Capi-
tolio”; Facebook, Twitter e Instagram bloquearon su 
cuenta hasta el traspaso formal del gobierno al pre-
sidente electo Joe Biden. ¿Vamos a depositar en em-
presas como Facebook, responsable de viralizar fake 
news, la responsabilidad de decidir cuándo censurar 
aquellas noticias que pueden poner en peligro la se-
guridad ciudadana y la paz social?



Fake news en tiempos pandémicos: la orden ministerial del gobierno de 

España contra la desinformación

47

En este sentido, Cristina Pauner afirma que “la 
idea de que sobre las empresas proveedoras de ser-
vicios online, como una red social, recaiga parte de la 
responsabilidad de filtrar noticias parece peligrosa 
porque somete el acceso a Internet y a sus conteni-
dos a parámetros empresariales”.8

La preocupación sobre la viralización de noti-
cias falsas se ha hecho presente en diferentes declara-
ciones internacionales como la Declaración conjunta 
sobre libertad de expresión y “noticias falsas” (“Fake 
News”), desinformación y propaganda, firmada por el 
Relator Especial de las Naciones Unidas (onu) para la 
Libertad de Opinión y de Expresión, la Representante 
para la Libertad de los Medios de Comunicación de 
la Organización para la Seguridad y la Cooperación 
en Europa (osce), el Relator Especial de la oea para 
la Libertad de Expresión y la Relatora Especial sobre 
Libertad de Expresión y Acceso a la Información de 
la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos (cadhp) en marzo de 2017.9 En esta decla-
ración se afirma el peligro que representan deter-
minadas modalidades de “desinformación y propa-
ganda” no solo para los derechos fundamentales de 
las personas, sino también por “instigar la violencia, 
la discriminación o la hostilidad hacia grupos iden-
tificables de la sociedad”. En el apartado f) de sus 
“Principios generales” advierte “el bloqueo de sitios 
web enteros, direcciones ip, puertos o protocolos de 
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red dispuesto por el Estado es una medida extrema 
que solo podrá estar justificada cuando se estipule 
por ley  y resulte necesaria para proteger un derecho 
humano u otro interés público legítimo”.

Por otro lado, llaman a la responsabilidad de 
los Estados en cuanto a contar con un marco regu-
latorio claro para las emisoras de radiodifusión que 
deberá ser supervisado por un órgano independien-
te. A su vez, apelan a la necesidad de “promover la 
alfabetización digital y mediática”.

Respecto a los intermediarios, afirman que al 
adoptar medidas que restrinjan contenidos de terce-
ros, en caso de que excedan lo exigido legalmente, 
“deberían adoptar políticas claras y preestablecidas 
que regulen estas medidas”. Aclarando que dichas 
medidas deberían basarse en “criterios objetivamen-
te justificables, y no en fines ideológicos o políticos”.

Proponen que los intermediarios puedan ofre-
cer a los usuarios servicios de verificación de datos 
que puedan aplicar de forma voluntaria. La verifi-
cación, por tanto, es una de las grandes cuestiones 
a abordar cuando hablamos de cómo contrarrestar 
la desinformación y propaganda de noticias falsas. 
El equipo de Xnet, en su libro #Fakeyou repasa los 
diferentes sistemas de verificación implementados 
desde medios de comunicación o proyectos de in-
vestigación en comunicación y afirman lo siguiente:
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•	Ampliar y hacer cumplir las obligaciones de ve-
rificación que se aplican a los periodistas y a los 
diarios a otros sectores donde la circulación de 
información comporta lucro o beneficios insti-
tucionales, incluyendo los partidos políticos, las 
autoridades, los gobiernos, las corporaciones y 
otros “informadores influyentes”. 

•	Mostrar esta aplicación obligatoria en forma de 
etiquetado. Esto permite que cualquier perso-
na pueda verificar la información, cosa que ac-
tualmente se exige en la población sin que se le 
ofrezca ninguna herramienta para hacerlo.10

Procedimiento de actuación contra la desinforma-
ción del gobierno español

La situación pandémica en España, como en otras la-
titudes, fue aprovechada para generar campañas de 
desinformación y propaganda, en muchas ocasiones, 
con el único fin de desestabilizar al gobierno. En nues-
tro caso concreto, se convocaron manifestaciones en 
Madrid, a través de convocatorias en las redes, ape-
lando a la “libertad” por encima del cuidado común 
y la salud, cuestionando las medidas restrictivas en 
derechos fundamentales, amparadas en la regulación 
del estado de alarma. Los convocantes responsa-
bilizaban así al gobierno español por las miles de 
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muertes de personas ancianas en las residencias, 
aunque en muchos casos, como el madrileño, las 
residencias son competencia autonómica, en estos 
momentos en manos del Partido Popular (pp).

En México, para contrarrestar el gran flujo de 
noticias falsas en torno a la covid-19, en coordina-
ción con la onu, se creó la campaña Verified (Veri-
ficado).11 En este lado del Atlántico, la plataforma 
especializada en verificación de noticias, Maldita.es, 
contabilizó 1.127 bulos durante la pandemia.12

En ese contexto pandémico, el gobierno espa-
ñol elaboró una orden ministerial relativa a la lucha 
contra la desinformación que generó una fuerte po-
lémica. El 5 de noviembre de 2020 fue publicada en 
el boe: la Orden pcm/1030/2020, de 30 de octubre, 
de Procedimiento de actuación contra la desinforma-
ción aprobado por el Consejo de Seguridad Nacional. 
Esta orden del Ministerio de la Presidencia, relacio-
nes con las cortes y memoria democrática, parte de 
considerar el acceso a la información veraz como un 
pilar fundamental de las sociedades democráticas, 
reconociendo que “los procesos de participación de-
mocrática se ven cada vez más amenazados por la 
difusión deliberada, a gran escala y sistemática de 
desinformación, que persiguen influir en la sociedad 
con fines interesados y espurios”.13

Entienden por desinformación, siguiendo la defi-
nición de la Comisión Europea que aparece en la “Co-
municación sobre la lucha contra la desinformación en 
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línea”, como “la información verificablemente falsa o 
engañosa que se crea, presenta y divulga con fines 
lucrativos para engañar deliberadamente a la pobla-
ción, y que puede causar un perjuicio público”. En-
tendiendo como perjuicio público: las amenazas a los 
procesos democráticos, la salud, el medio ambiente 
o la seguridad.14

Este plan contra la desinformación se funda-
menta en el Plan de Acción para la lucha contra la 
desinformación aprobado por el Consejo Europeo 
en diciembre de 2018 y el European Democracy Ac-
tion Plan que cuenta con las siguientes líneas estra-
tégicas: garantizar sistemas electorales libres, forta-
lecer la libertad de expresión y la pluralidad de los 
medios de comunicación y tratar la desinformación 
que ataca los sistemas democráticos, en particular, la 
relacionada con la covid-19.

Declaran como objetivos del procedimiento de 
actuación contra la desinformación: definir los órga-
nos del sistema; establecer los niveles de prevención, 
detección, alerta temprana, análisis, respuesta y eva-
luación; definir los niveles de lucha y los mecanismos 
de intercambio entre cada uno de ellos: definir una 
metodología para la identificación, análisis y gestión 
de “eventos de desinformación”, y, por último, propo-
ner un marco y equipo de trabajo para crear una es-
trategia nacional de lucha contra la desinformación.

Organismos que conforman el sistema de se-
guridad nacional encargados de la lucha contra la 
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desinformación, en el caso español: Consejo de Se-
guridad Nacional; Comité de Situación; Secretaría de 
Estado de Comunicaciones; Comisión Permanente 
contra la Desinformación, autoridades competentes; 
sector privado y la sociedad civil. Destaca la Comi-
sión Permanente contra la Desinformación que, bajo 
la coordinación de la Secretaría de Estado de Comu-
nicación, se compondrá con: el Departamento de Se-
guridad Nacional (Presidencia del Gobierno); Centro 
Nacional de Inteligencia (Ministerio de Defensa); Se-
cretaría de Estado de Seguridad (Ministerio del Inte-
rior); Dirección General de Comunicación, Diplomacia 
Pública y Redes (Ministerio de Asuntos Exteriores, ue 
y Cooperación) y la Secretaría de Estado de Transfor-
mación Digital e Inteligencia Artificial (Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital).

Se establecen cuatro niveles diferentes de ac-
tivación para detectar campañas de desinformación: 
nivel 1: detección de alerta temprana; nivel 2: coor-
dinación, sincronización y priorización de esfuerzos; 
nivel 3: adopción de decisiones político-estratégicas; 
nivel 4: gestión política en el marco de la seguridad 
nacional.



Fake news en tiempos pandémicos: la orden ministerial del gobierno de 

España contra la desinformación

53

Críticas a la orden ministerial contra la desinforma-
ción: ¿Ministerio de la Verdad?

El procedimiento de actuación contra la desinfor-
mación desató fuertes críticas desde la oposición 
gubernamental, creando a su vez desinformación 
sobre el tratamiento de la desinformación. El parti-
do de extrema derecha, vox, lanzó en Twitter el si-
guiente mensaje: “El Gobierno crea un Ministerio de 
la Verdad para controlar las opiniones de los espa-
ñoles en las redes sociales y censurar a los medios 
que no le aplauden.”15

Por su parte, el líder del Partido Popular afirmó, 
refiriéndose al plan contra la desinformación del go-
bierno: “Es una medida orwelliana, un ministerio de 
la verdad y un ataque a la democracia que vamos a 
recurrir ante las instituciones europeas”.

Por otro lado, la Comisión Europea, como res-
puesta a una pregunta parlamentaria, avaló el proce-
dimiento de actuación como una herramienta para 
luchar contra las campañas de desinformación, afir-
mando que “no constituye una base jurídica para de-
cidir sobre el contenido de la información facilitada 
por los medios de comunicación.”16

Es posible que una de las deficiencias en esta 
orden ministerial radicó en no haber acotado de 
manera más detallada el objeto condreto del pro-
cedimiento de actuación, ya que, aunque se refiere 
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a las campañas electorales y el contexto pandémico, 
se refirió de manera genérica a la “desinformación”. 
No aparecieron reguladas de qué manera se va a ac-
tuar frente a una desinformación que se considere 
peligrosa para la seguridad nacional. Y aunque se 
mencionada la importancia del sector privado, la 
sociedad civil, los medios de comunicación, las pla-
taformas digitales, el mundo académico, el sector 
tecnológico o las organizaciones no gubernamenta-
les, en la lucha contra la desinformación, quedó en 
el aire cómo decidir la elección y participación de 
personas pertenecientes a estos sectores.

Desde algunos análisis jurídicos se cuestio-
nó que este procedimiento se legislara a través de 
una orden ministerial, refiriéndose a la necesidad de 
cumplir con el principio de reserva de la Ley Orgáni-
ca para la regulación de los derechos fundamentales, 
establecido en el artículo 81 constitucional, como ga-
rantía normativa. Otra de las cuestiones nodales radi-
ca en cómo vincular la desinformación a la seguridad 
nacional. Estos argumentos críticos son planteados 
por Juan Carlos Calomarde en su análisis de 2020.17

Frente a la campaña de desinformación crea-
da en torno a esta orden ministerial, la propia plata-
forma de verificación Newtral preguntó a varias per-
sonas expertas, quienes, sin considerar que se trata 
de un programa de actuación contra la libertad de 
expresión e información, opinaron sobre su insufi-
ciencia e incerteza jurídica. Esta es la opinión de 
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Borja Adsuara, experto en Derecho, Estrategia y Co-
municación Digital, quien afirmó que este procedi-
miento está cargado de inseguridad jurídica porque 
“está expresamente redactado con una ambigüedad 
para que quepa cualquier cosa”.  Y “tampoco están 
publicadas las sanciones que se llevarían a cabo 
contra los responsables, ni las garantías y la super-
visión judicial porque es una norma que afecta a los 
derechos fundamentales”.18

Rafael Vilasanjuan, director de Análisis y De-
sarrollo Global del Instituto de Salud Global de 
Barcelona, consideró que era “insuficiente” y que 
debería contar con la participación de organismos 
independientes.

Y, por último, destacamos la postura de Cris-
tina Tardáguila, directora adjunta del International 
Fact-Checking Network (ifcn), la red de verificado-
res internacional, quien advirtió que la existencia 
de normas reguladoras no implica que el descenso 
de los contenidos desinformativos: “la lucha contra 
la desinformación a partir del Gobierno termina en 
censura, prisiones, cortes de internet y creación de 
entidades que hacen fact-checking partidario.”19

Podemos concluir que, si bien nos encontramos 
ante un procedimiento de actuación, en ella no apa-
recieron detalladas las herramientas de verificación 
y, como señalan algunas críticas, hubiera sido impor-
tante crear órganos coordinados independientes que 
fueran quienes pudieran considerar qué contenido 
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es desinformativo y, en coordinación con órganos 
públicos, definir qué puede considerarse una ame-
naza a la “seguridad nacional”.

Aunque se hizo referencia a la participación 
de la sociedad civil y los medios de comunicación, 
no se detalló cómo se van a elegir y de qué modo 
van a participar en el procedimiento de actuación. 
Tampoco las consecuencias que se derivarán una 
vez detectadas las campañas de desinformación y su 
origen. Quedaron, por tanto, muchas cuestiones por 
resolver y un amplio abanico de herramientas desde 
diferentes entes mediáticos, políticos y privados en 
la lucha contra la desinformación.

Conclusiones

Podemos concluir que existe unanimidad en consi-
derar que la desinformación (fake news y propagan-
da) deteriora la construcción de una opinión pública 
crítica y la pluralidad necesaria para poder garanti-
zar el derecho a la información veraz. En algunos ca-
sos determinados, como hemos podido comprobar 
recientemente, las noticias falsas que circulan en las 
redes pueden ser una amenaza a la seguridad nacio-
nal, a la salud y al respeto de los derechos humanos. 
La pandemia global desveló la fragilidad de esta so-
ciedad de la información.
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Es importante no depositar la responsabi-
lidad en la ciudadanía sino en crear instrumentos 
público-privados de verificación y fomentar los ob-
servatorios independientes dirigidos por personas 
expertas en desinformación. Como señala el equipo 
de Xnet, el problema es la industria de la informa-
ción, detectar quién genera la desinformación y la 
viraliza: “Follow the money” es una de sus consignas.

La orden ministerial contra la desinformación, 
como ha quedado expuesto, aprobó un “procedi-
miento de actuación” para la detección de campañas 
de desinformación, adecuándose a los planes aproba-
dos a nivel europeo. Ahora bien, no hay que obviar las 
diferentes críticas sobre el riesgo que, para el derecho 
a la información plural y veraz, pueda generar que es-
tos dependan absolutamente de órganos guberna-
mentales y, sobre todo, la “eficacia” real que puedan 
demostrar en la lucha contra la desinformación.

Será imprescindible desarrollar y fortalecer 
estrategias basadas en la verificación, establecien-
do, como señalan Levi y Carles, parámetros obje-
tivos para verificar la veracidad, otorgando herra-
mientas a la ciudadanía en vías de su alfabetización: 
“La ciudadanía ha de tener a su alcance elementos 
pormenorizados que le permitan la verificación de 
forma rápida, accesible, distribuida y abierta”.20

A ello debemos sumar la exigencia de respeto 
a los códigos deontológicos por parte de los medios 
de comunicación.
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Consideramos que deberían prevalecer pro-
puestas realizadas desde una mirada crítica, comple-
jizada y basada en los siguientes principios:

•	Las legislaciones sobre desinformación no pue-
den generar restricciones de derechos funda-
mentales.

•	Debe desvelarse quién se está lucrando con la 
industria de las fake news y establecer sanciones 
efectivas.

La lucha contra la desinformación no puede de-
pender del gobierno de turno. Deben crearse he-
rramientas que impliquen al Estado, los medios de 
comunicación, las empresas tecnológicas y la socie-
dad civil.

Se debería tener una mirada más amplia y 
complejizada sobre las fake news, y las regulaciones 
necesarias al respecto, creando instrumentos de em-
poderamiento de la ciudadanía que permitan el libre 
flujo de información veraz y verificable, sin recortar 
derechos fundamentales ni adoptar posturas tecnó-
fobas.
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Control social y sistema penal  
en México*

Rafael Santacruz Lima**

Introducción

El control social tiene como finalidad estudiar los mé-
todos que una sociedad emplea para regular el com-
portamiento de sus integrantes, con la intención de 
preservar el orden y la armonía social. Este control 
puede ser informal, basado en normas no escritas 
y expectativas que son transmitidas a través de la 
familia, amigos u otros grupos sociales; o formal, el 
cual se aplica mediante leyes y reglas impuestas por 
instituciones como la policía y los tribunales.

El objetivo del control social es asegurar que 
las personas sigan las normas y reglas establecidas, 
con el fin de lograr el orden y la estabilidad en la 
comunidad. Al promover el cumplimiento de estas 
normas, el control social busca prevenir comporta-
mientos que puedan causar conflictos o poner en 
riesgo la tranquilidad y convivencia social. Además 
de proteger a la sociedad de actos que podrían ser 
perjudiciales, el control social ayuda a fortalecer la 
cohesión social y la confianza en las instituciones, 
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promoviendo valores compartidos y facilitando un 
desarrollo equilibrado.

Aunque México cuenta con un marco norma-
tivo y estructuras establecidas para el control so-
cial y la justicia, se enfrenta a serios problemas que 
comprometen su efectividad. La corrupción, las dis-
paridades sociales, la violencia y la insuficiencia de 
recursos son barreras cruciales que requieren solu-
ciones a través de reformas profundas, una mayor 
transparencia y el fortalecimiento de las institucio-
nes responsables.

Análisis del control social

El control social se refiere a las diversas formas en 
que una sociedad regula y orienta el comportamien-
to de sus miembros para buscar el cumplimiento 
de las Normas y valores establecidos.1 Su propósito 
principal es mantener el orden, la cohesión y la 
estabilidad dentro de una comunidad, incentivan-
do la conformidad con lo que se considera social-
mente aceptable. Encontramos diferentes tipos 
de control social.

En un primer escenario, encontramos al con-
trol social informal, se refiere a las reglas no escritas 
y expectativas que las personas siguen de manera 
cotidiana. Este tipo de control se ejerce por medio de 
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instituciones informales como la familia, la escuela, 
la religión, los amigos, y los medios de comunicación. 
Las sanciones en este caso suelen ser sociales, como 
la desaprobación, la vergüenza o el rechazo.

En un segundo momento, encontramos al con-
trol formal, es aquel que involucra leyes, reglamen-
tos y normas impuestas por instituciones oficiales, 
como, políticas públicas la seguridad pública y el sis-
tema judicial. En tal sentido, las sanciones son más 
rígidas y pueden incluir multas, y por supuesto, la pri-
sión u otras medidas legales.

El control social es clave para garantizar una 
convivencia armónica, ya que guía las conductas de 
los individuos y previene situaciones que puedan 
generar desorden o conflictos. Sin estos mecanismos, 
las normas jurídicas que rigen la vida en sociedad 
perderían fuerza, afectando la estabilidad y el bien-
estar colectivo, generando un clima de conflicto.2

El control social abarca los mecanismos que 
una población emplea para lograr que sus integran-
tes cumplan con las normas y principios estable-
cidos, y además las maneras en que reacciona ante 
las transgresiones. En este contexto, se divide en 
dos aspectos y se centra en lograr que los individuos 
acepten los valores sociales como propios:3

•	Control social formal, cuyo propósito explícito es 
garantizar la conformidad social.
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•	Control social informal, donde el control no es el 
objetivo principal, pero influye en la conformi-
dad, como en el caso de la familia o la escuela.4

De tal manera, se acepta que el sistema penal for-
ma parte de los elementos de control social que 
dispone el Estado para amenazar comportamientos 
sociales que se conciben como indeseables, desde 
luego considerando lo relativo de las circunstancias 
históricas y culturales. El sistema penal se distingue, 
de otros medios de control social, por ser altamente 
formalizado y aplicar a las penas como consecuencia 
jurídica. Por su importancia política el Estado moder-
no lo monopolizó,5 a él se le transfirieron diferentes 
tipos de conflictos con la finalidad que les diera so-
lución,6 o bien, que los gestionara, esto es, su admi-
nistración, al mismo tiempo el Estado se apropió la 
facultad de castigar.

El sistema penal es un instrumento funda-
mental de organización social, ya que establece un 
conjunto de reglas que determinan cuáles compor-
tamientos son aceptables y cuáles no dentro de una 
sociedad. Al definir ciertas acciones como delitos y 
asignarles sanciones, el derecho penal busca regu-
lar la conducta humana para asegurar una conviven-
cia armónica. Su función principal es disuadir a las 
personas de cometer actos que puedan perjudicar 
a otros o al orden social, como el homicidio, el robo 
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o el fraude, protegiendo así bienes esenciales de la 
sociedad.

A través de la imposición de castigos, como 
la cárcel o multas, el derecho penal tiene un efecto 
preventivo, ya que al sancionar a quienes infringen 
la ley, disuade a otros de hacer lo mismo. Este siste-
ma no sólo sanciona las conductas delictivas, sino 
que envía un mensaje a la sociedad sobre las conse-
cuencias de violar las normas, promoviendo así el 
respeto por el orden establecido. En este sentido, 
cumple una función ejemplarizante al mostrar que 
el rompimiento de las normas jurídicas trae consigo 
sanciones por el Estado.

Además, el derecho penal contribuye a reafir-
mar la autoridad del Estado y el sistema de justicia, lo 
que refuerza la confianza de la sociedad en que las 
leyes serán aplicadas de manera justa y equitativa. 
Así, actúa como un mecanismo de control que busca 
garantizar la tranquilidad, la seguridad y la paz den-
tro de la comunidad, es decir, que el derecho penal 
desempeña un papel clave en fortalecer la autoridad 
del Estado y la credibilidad en el derecho penal.

Por lo tanto, al garantizar que las leyes se 
apliquen de manera imparcial y justa, las perso-
nas confían en que el orden será mantenido y que 
quienes cometan delitos enfrentarán sanciones 
adecuadas, de tal manera que este proceso refuer-
za la credibilidad de las instituciones encargadas 
de impartir justicia. Así, el derecho penal no solo 
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castiga a quienes incumplen la ley, sino que tam-
bién contribuye a preservar la seguridad, el orden 
y la estabilidad social, al regular la conducta de los 
individuos.

Así las cosas, dada esta forma de reacción, a 
partir, fundamentalmente, de la revolución francesa 
se pretende delimitar de la mejor manera posible el 
castigo, de tal forma que las reglas que se estable-
cen en este sentido se instituyen como defensa del 
ciudadano frente al poder sancionado, jurídicamen-
te reconocido, del Estado.7 Las normas que regulan 
esta potestad del Estado y las que la limitan integran 
el derecho penal, en este sentido se concibe como 
mecanismo punitivo institucionalizado, integral y 
formalizado”.8 Por ello, a las normas jurídico penales 
se exigen condiciones que no tienen otras ramas del 
derecho, como son, entre otras, la necesidad de que 
se determine de manera precisa que las conductas 
son constitutivas de delito y qué sanción se debe im-
poner. En dichos requisitos estriba el carácter emi-
nentemente formal, como control social, del derecho 
penal.9

Cuando hay una clara resistencia por parte de 
la persona a la que se suponen que debes obedecer 
con la intención de generar una correcta coerción 
penal, surge la interrogante de cómo debe reaccio-
nar el ius puniendi frente a otros sistemas de con-
trol social es simplemente que formaliza el control, 
así en la medida de lo posible se la subjetividad se 
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va eliminando, es decir, y que constituyen formas, 
manifestaciones de conductas, actuaciones y formas 
de control social. Los controles sociales legales y pe-
nales también son controles normativos y se imple-
mentan a través de un conjunto de reglas creadas 
previamente para este propósito.10

Sistema penal en México

El sistema penal es un conjunto de estructuras y 
procedimientos destinados a abordar las conductas 
delictivas y asegurar que se haga justicia, es decir, 
su principal propósito es mantener el orden social y 
manejar las infracciones a la ley. El sistema penal se 
ha creado con el propósito de abordar y gestionar las 
conductas delictivas, desempeñando un papel cru-
cial en la sociedad.

Su estructura está diseñada para mantener el 
orden social, asegurando que se apliquen las leyes 
que definen qué conductas se consideran delitos y 
estableciendo las sanciones correspondientes. Esto 
ayuda a prevenir el crimen al disuadir a las perso-
nas de cometer delitos mediante la imposición de 
penas. Además, el sistema penal proporciona un 
marco formal para el juicio de los acusados, buscan-
do que el proceso sea eficiente y que se respeten 
en todo momento las garantías de todas las partes 
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involucradas. Esto incluye principios importantes, 
para asegurar que las pruebas sean evaluadas de 
manera equitativa.

También, el sistema penal busca prevenir que 
se realicen conductas mediante la implementación 
de políticas de seguridad, programas educativos so-
bre el respeto a la ley y la presencia activa de las 
fuerzas del orden. La prevención puede involucrar 
medidas como patrullajes, campañas de conciencia-
ción y la creación de entornos que desalienten el 
crimen.

Cuando se detecta una conducta delictiva, el 
sistema penal se encarga de indagar, enjuiciar y, en 
su caso, imponer una pena a los responsables. Esto 
implica la recolección de pruebas, la conducción de 
juicios y la imposición de penas, que pueden incluir 
multas, encarcelamiento u otras sanciones, que de-
penderá de la forma en cómo se manifieste la con-
ducta delictiva y la legislación vigente.

Los componentes del sistema penal son:11

•	Legislación penal: conjunto de leyes que define 
qué acciones se consideran delitos y establece 
las sanciones correspondientes para cada tipo de 
infracción.

•	Policía: encargada de prevenir delitos, investigar 
crímenes y detener a los sospechosos de haber 
cometido delitos.



Control social y sistema penal en México

71

•	Fiscalía: institución responsable de conducir 
las investigaciones, presentar cargos contra los 
acusados y representar al Estado en los procedi-
mientos judiciales.

•	Tribunales: órganos judiciales que evalúan los 
casos penales y emiten sentencias basadas en 
las pruebas presentadas durante el juicio.

•	Sistema penitenciario: instituciones encargadas 
de la custodia y rehabilitación de las personas 
condenadas, con el objetivo de facilitar su rein-
tegración en la sociedad.

•	Defensa: abogados que defienden las garantías 
de los acusados y aseguran que se respete el de-
bido proceso durante el juicio.

En conjunto, el sistema penal tiene como finalidad de 
preservar la tranquilidad y la estabilidad social al ase-
gurar que se respeten las leyes. Además, se enfoca 
en hacer justicia al garantizar que tanto las víctimas 
como los acusados reciban un trato justo, mientras 
se protege y se promueve el respeto a los derechos 
humanos a lo largo del proceso legal.12

La percepción del sistema penal en México es 
influida por varios factores que afectan cómo se ve 
su funcionamiento y eficacia:

•	Desconfianza General: Muchos ciudadanos 
ven el sistema penal como corrupto y poco 
fiable. La falta de transparencia y las prácticas 
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corruptas dentro de las instituciones judiciales 
contribuyen a una baja confianza en su capaci-
dad para impartir justicia de manera imparcial.

•	Alta Impunidad: Existe una percepción extendi-
da de que muchos crímenes quedan sin castigo. 
La elevada tasa de impunidad, donde las investi-
gaciones y juicios no logran llevar a los culpables 
ante la justicia, genera escepticismo.

•	Ineficiencia Judicial: Las demoras y la compleji-
dad en los procesos judiciales son comunes, lo 
que provoca que el sistema sea visto como lento 
e ineficaz. Esta burocracia puede frustrar tanto 
a las víctimas como a los acusados, afectando la 
percepción del sistema.

•	Condiciones Carcelarias: Las malas condiciones 
en los centros penitenciarios, como la sobrepo-
blación y la falta de programas de rehabilitación 
adecuados, también afectan negativamente la 
imagen del sistema penal. Las deficiencias en el 
tratamiento de los reclusos contribuyen a una vi-
sión negativa del sistema.

En tal sentido, la desconfianza hacia la policía en 
México tiene raíces profundas en factores históri-
cos, sociales y estructurales, es decir, de los elemen-
tos más señalados es la percepción de corrupción, 
donde la población sospecha que muchos oficiales 
están involucrados en actividades ilegales, desde 
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aceptar sobornos hasta colaborar con el crimen orga-
nizado. Esto debilita seriamente la confianza pública 
en la institución.

A la corrupción se le suma la impunidad, ya 
que muchas veces no hay sanciones para los policías 
que cometen delitos o abusos, lo que contribuye a 
la percepción de que la policía actúa sin control ni 
supervisión. Los episodios de abuso de poder, como 
detenciones injustificadas o el uso excesivo de la 
fuerza, son otro factor que incrementa el escepticis-
mo ciudadano.

Asimismo, la percepción de ineficacia policial 
es muy extendida, pues a menudo se considera que 
la policía no cuenta con los recursos, la formación o 
el compromiso necesarios para enfrentar al crimen 
de manera efectiva. En ciertas regiones, la policía 
está vinculada con el crimen organizado, lo que ge-
nera aún más desconfianza al verla como parte del 
problema.

En tal sentido, se debe buscar en todo momen-
to la protección de la comunidad es otra función cla-
ve del sistema penal, es decir, al sancionar conductas 
delictivas, contribuye a la seguridad pública y toma 
medidas preventivas para minimizar el riesgo que 
los delincuentes puedan representar para la socie-
dad, es decir que generen un clima de inseguridad e 
intranquilidad.

Por lo tanto, sancionar los delitos es esencial 
para la seguridad pública porque refuerza el respeto 
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por el estado de derecho y disuade a las personas de 
cometer actos ilícitos. Al imponer consecuencias a 
quienes infringen la ley, se establece un precedente 
claro de que las acciones delictivas no quedarán sin 
castigo, lo cual contribuye a reducir la impunidad y 
fomenta el cumplimiento de las normas legales.

Por lo tanto, el sistema penal también se en-
carga de la detección y persecución de delitos, tra-
bajando a través de fuerzas de seguridad y agencias 
investigativas para indagar a los responsables y lle-
varlos ante los tribunales. Las sanciones impuestas 
pueden variar desde multas y trabajos comunitarios 
hasta penas.

Realidad de los mecanismos de control social

El control social en México se refiere a los métodos 
que el Estado y la sociedad utilizan para regular el 
comportamiento y mantener el orden. A lo largo del 
tiempo, estos mecanismos han sido moldeados por 
cambios históricos, políticos y sociales, y aunque 
existen tanto formas formales como informales de 
control, en la realidad su efectividad enfrenta diver-
sas complicaciones.

Dentro de los problemas del control social en 
México, encontramos los siguientes:
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•	Corrupción en las instituciones: las instituciones 
encargadas de garantizar el control social, como 
el sistema judicial y las fuerzas del orden, están 
a menudo afectadas por la corrupción. Esto hace 
que las leyes no se apliquen de manera equitati-
va y que los sectores más vulnerables sufran las 
consecuencias de una justicia selectiva. Este pro-
blema fomenta la desconfianza en la capacidad 
del Estado para garantizar justicia y orden.

•	Impunidad y altos niveles de violencia: un factor 
clave que debilita el control social en México es 
la alta tasa de impunidad. Una gran parte de los 
delitos no se investigan o no se resuelven, lo que 
deja a los ciudadanos sin acceso a una justicia 
efectiva. La violencia, particularmente relaciona-
da con el crimen organizado, agrava esta situa-
ción, ya que, en muchas zonas del país, los gru-
pos delictivos han establecido sus propias reglas, 
debilitando aún más la autoridad del Estado.13

•	Militarización de la seguridad pública: la inter-
vención del ejército en funciones de seguridad 
pública, especialmente a través de la Guardia 
Nacional, ha sido una respuesta del Estado para 
tratar de controlar la violencia. Sin embargo, esto 
ha generado críticas debido a abusos de poder y 
violaciones a los derechos humanos. En vez de 
aumentar la sensación de seguridad, esta estra-
tegia ha generado tensiones entre las comunida-
des y las fuerzas del orden.
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•	Desigualdad y mecanismos informales de con-
trol: la profunda desigualdad social en el país ha 
llevado a que muchos sectores recurran a sis-
temas de justicia y control no oficiales, como la 
justicia comunitaria o los grupos de autodefen-
sa. Estos mecanismos informales suelen surgir 
en zonas donde el Estado tiene poca presencia, 
dejando un vacío que es llenado por la propia co-
munidad o por actores ilegales.14

•	Medios de comunicación y manipulación de la 
información: los medios juegan un papel impor-
tante en la creación de normas y comportamien-
tos sociales, pero en México muchos medios 
están controlados por intereses privados que 
responden a agendas políticas o económicas. 
Esta concentración de poder mediático puede 
distorsionar la percepción pública de los proble-
mas, creando polarización y desinformación, esto 
su vez afecta la cohesión social.

•	La realidad de los mecanismos de control social 
en México ha llevado a una profunda desconfian-
za en las instituciones públicas. La población no 
percibe que el sistema funcione de manera justa, 
lo que disminuye la legitimidad del Estado. Ade-
más, al no sentirse protegidos, muchos ciudada-
nos optan por buscar alternativas fuera del siste-
ma formal, lo que fragmenta aún más el control 
social y debilita la cohesión social.15
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•	Redes sociales: las redes sociales también han co-
menzado a tomar un rol trascendente en el control 
social, pero con desafíos propios. Aunque ofrecen 
una plataforma para la libre expresión, también 
se utilizan para la divulgación de noticias falsas 
y mensajes de odio, lo que a veces amplifica los 
conflictos sociales en lugar de contribuir a su re-
solución.

En tal sentido, la combinación de corrupción, impu-
nidad y desigualdad ha generado fuerte desconfian-
za hacia las instituciones que se encargan de garanti-
zar el control social. Muchas personas perciben que 
el sistema legal y las fuerzas de seguridad no están a 
su servicio, sino que protegen a los poderosos, lo que 
provoca una crisis de legitimidad en el Estado.

Ante la falta de confianza en las instituciones 
formales, muchas comunidades optan por formas 
de resistencia, como la organización de sistemas de 
autodefensa o la aplicación de justicia comunitaria. 
Esto fragmenta aún más el control social, al existir di-
ferentes normas y estructuras de poder en diferentes 
regiones del país.16 La resistencia social en México 
sigue siendo un aspecto relevante de la vida política 
y social del país.

Diferentes movimientos continúan alzando la 
voz frente a desafíos persistentes como la corrup-
ción, la violencia y la desigualdad, en particular, la 
seguridad sigue siendo un tema central de protesta 
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debido a la violencia vinculada con el crimen organi-
zado. Comunidades organizadas en varias regiones 
del país están demandando una mayor protección y 
enfrentando tanto a los grupos criminales como a las 
deficiencias del gobierno en garantizar la seguridad.

En algunas áreas rurales, los movimientos de 
autodefensa han surgido como respuesta a esta si-
tuación, las protestas feministas también son promi-
nentes, enfocándose en la violencia de género y los 
feminicidios. Grupos como “Ni Una Menos” y “Marea 
Verde” continúan organizando manifestaciones para 
exigir justicia para las víctimas y una mayor protec-
ción para las mujeres, así como la despenalización 
del aborto en todo el país.17

En tal sentido, la incapacidad del Estado para 
garantizar un control social efectivo y justo en todo 
el territorio provoca un debilitamiento de su autori-
dad, especialmente en zonas controladas por actores 
no estatales, como el crimen organizado. Esto pone 
en riesgo la cohesión social y el Estado de derecho, 
ya que existen múltiples formas de regulación social 
que no siempre están alineadas con los principios 
constitucionales.

La desigualdad económica en México es 
un grave problema social debido a sus múltiples 
repercusiones, una de ellas es la tremenda franja de 
desigualdad producto de la pobreza, lo que limita su 
acceso a recursos esenciales como educación, salud y 
vivienda, perpetuando ciclos de exclusión y falta de 
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movilidad social. La población que vive en vulnera-
bilidad enfrenta barreras que dificultan su acceso a 
mejores oportunidades laborales y educativas, lo que 
refuerza la mala distribución del recurso económico.

Esto genera tensiones y frustración en la socie-
dad, al tiempo que provoca la exclusión de sectores 
importantes, afectando la cohesión social y limitan-
do el sentido de comunidad. Además, la desigualdad 
contribuye a la inestabilidad social, ya que las dife-
rencias económicas extremas suelen estar relacio-
nadas con el incremento de los índices delictivos e 
inseguridad. A largo plazo, la captación de la riqueza 
en algunas personas también frena el desarrollo de 
la economía, porque un indicador para ello sería que 
se carece del poder adquisitivo necesario para apo-
yar la demanda de bienes y servicios.

En tal sentido, la desigualdad económica y so-
cial es un problema crónico en México, lo que gene-
ra que los mecanismos formales que buscan la tran-
quilidad y estabilidad en la sociedad, en el sistema 
de justicia penal, no lleguen de manera equitativa 
a todas las regiones del país. En muchas comunida-
des rurales y marginadas, el Estado tiene poca o nula 
presencia.
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Conclusiones

A manera de conclusión, el control social y el siste-
ma penal son componentes esenciales para garanti-
zar el orden en cualquier sociedad. A través de ellos, 
se regula la conducta de los individuos, aunque cada 
uno actúa de manera distinta. El control social se re-
fiere a los medios que utiliza el Estado para que sus 
habitantes se ajusten a las normas y valores compar-
tidos. Este control puede manifestarse de manera in-
formal, mediante las interacciones cotidianas dentro 
de la familia, los amigos o la comunidad, donde las 
personas ajustan su comportamiento en respuesta a 
la aprobación o desaprobación de los demás.

De este modo, las críticas, la presión social o el 
rechazo colectivo constituyen un rol importante en 
la regulación de la conducta sin necesidad de san-
ciones oficiales, es decir, el control social formal es 
ejercido por instituciones como las de seguridad 
pública, los poderes judiciales y el sistema judicial; 
las instituciones aplican las leyes de manera directa 
cuando alguien transgrede las normas establecidas.

En estos casos, las sanciones pueden incluir 
desde multas hasta penas de cárcel, y su objetivo 
es tanto castigar como prevenir futuras violaciones; 
este control formal es parte integral del sistema pe-
nal, el cual se encarga de manejar las infracciones 
de manera estructurada, es decir, el sistema penal 
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no solo busca castigar a quienes cometen delitos, 
sino también prevenir nuevas infracciones mediante 
la amenaza de sanciones. Asimismo, a través de los 
juicios y sentencias, se procura la rehabilitación de 
los infractores, con la intención de reintegrarlos a la 
sociedad de manera efectiva.

En conjunto, tanto el control social como el sis-
tema penal desempeñan funciones complementa-
rias que aseguran la estabilidad y la convivencia pací-
fica. El control social, con su aspecto informal, regula 
comportamientos cotidianos mediante la influencia 
de la comunidad, mientras que el sistema penal 
garantiza que las violaciones graves de las normas 
sean sancionadas de forma adecuada. Ambos meca-
nismos son indispensables para preservar el orden, 
proteger los derechos de los ciudadanos y mantener 
un equilibrio entre la justicia y el bienestar social.
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Introducción

La justicia restaurativa, como paradigma que surge en 
la resolución de conflictos, ha demostrado ser una 
alternativa prometedora a los modelos tradicionales 
de justicia penal. Se enfoca en la reparación del daño 
causado y la restauración de las relaciones afecta-
das, en lugar de enfocarse exclusivamente en el cas-
tigo al infractor. En el ámbito laboral mexicano, la jus-
ticia restaurativa se presenta como una herramienta 
innovadora para abordar los conflictos y fomentar 
una cultura de diálogo y reconciliación.

Los conflictos son inevitables en el ámbito 
laboral y pueden surgir por diversas razones, como 
diferencias de opinión, malentendidos o incluso ac-
ciones intencionales que causan daño a otros. En la 
actualidad, estos conflictos se han solventado 



Justicia restaurativa en el ámbito laboral en México: una nueva 

perspectiva de resolución de conflictos

86

mediante procedimientos formales como los jui-
cios laborales, los cuales, aunque garantizan el ac-
ceso a la justicia, a menudo generan un ambiente 
de confrontación y polarización entre las partes in-
volucradas.

La justicia restaurativa, por su parte, plantea 
un enfoque más humano y colaborativo, con el ob-
jetivo de que las partes involucradas en el conflicto 
participen activamente en la búsqueda de una solu-
ción mutuamente satisfactoria.

La implementación de la justicia restaurativa 
en el ámbito laboral de México aún se encuentra en 
una fase inicial, no obstante, ha generado un notable 
interés tanto en el sector público como en el priva-
do. Diversos estudios y experiencias internacionales 
han demostrado que este enfoque puede generar 
beneficios significativos, tales como la disminución 
de los costos asociados a los litigios, la mejora del 
ambiente laboral, la prevención de la reincidencia y 
la mayor satisfacción de las partes involucradas.

En México, la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y diversos tratados interna-
cionales reconocen la relevancia de la conciliación y 
mediación como medios alternativos para la resolu-
ción de conflictos.

Estos instrumentos legales establecen las 
bases para el desarrollo de la justicia restaurativa 
en el ámbito laboral, al fomentar la búsqueda de 



Justicia restaurativa en el ámbito laboral en México: una nueva 

perspectiva de resolución de conflictos

87

soluciones consensuadas y la reparación del daño 
causado.

No obstante, la implementación de la justicia 
restaurativa en México presenta diversos desafíos. 
Uno de los elementos fundamentales radica en la ca-
rencia de una regulación específica en cuanto al ám-
bito laboral. Aunque existen iniciativas legislativas y 
jurisprudencia que reconocen la importancia de este 
enfoque, aún no se cuenta con un marco legal claro y 
completo que permita su plena aplicación.

Un desafío relevante radica en la necesidad de 
alterar las mentalidades y las prácticas habituales en 
el ámbito laboral. Tanto trabajadores como emplea-
dores están acostumbrados a resolver los conflictos 
mediante la confrontación y la defensa de sus inte-
reses individuales.

La adopción de un enfoque restaurativo re-
quiere un cambio cultural profundo, que implica la 
disposición a escuchar, comprender y empatizar con 
las perspectivas de los demás.

Justicia restaurativa

La Justicia Restaurativa es un enfoque progresivo 
que se está implementando en diversos campos, 
incluyendo el laboral. Los conflictos laborales son 
una realidad inherente a cualquier entidad. En la 
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actualidad, estos asuntos han sido solucionados me-
diante mecanismos legales que, en ocasiones, pro-
fundizan las divisiones y generan resentimientos. La 
justicia restaurativa se presenta como una opción 
prometedora, al ofrecer un enfoque más humano y 
participativo para abordar estas situaciones.

Howard Zehr define a la justicia restaurativa 
como: “La justicia restaurativa es un proceso dirigido 
a involucrar, dentro de lo posible, a todos los que 
tengan un interés en una ofensa particular, e identi-
ficar y atender colectivamente los daños, necesida-
des y obligaciones derivados de dicha ofensa, con 
el propósito de sanar y enmendar los daños de la 
mejor manera posible”.1 

La definición previa se centra en involucrar 
a todas las partes interesadas en la reparación del 
daño. No obstante, su implementación efectiva re-
quiere un equilibrio cuidadoso entre la participación 
voluntaria, la atención a las necesidades emociona-
les y materiales de las víctimas, y la habilidad para 
fomentar la responsabilidad y la reintegración de los 
infractores.

Por otro lado, la Oficina de las Naciones Uni-
das Contra la Droga y el Delito (unodc), en el Manual 
sobre Programas de Justicia Restaurativa la define 
como:

La justicia restaurativa es un proceso para resolver el 
problema de la delincuencia enfocándose en la com-
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pensación del daño a las víctimas, haciendo a los delin-
cuentes responsables de sus acciones y también, a me-
nudo, involucrando a la comunidad en la resolución del 
conflicto.2

Este enfoque reconoce que los delitos y conflictos 
tienen un impacto no solo en las víctimas y los infrac-
tores, sino también en el entorno social en el que se 
producen. Por consiguiente, su resolución requiere 
la participación activa de todas las partes implica-
das. La participación de la comunidad puede brindar 
una red de apoyo tanto para la víctima como para el 
infractor, facilitando la reconciliación y la reintegra-
ción. Asimismo, la comunidad puede actuar como una 
garantía de la solución restaurativa, asegurando que 
las promesas de reparación se cumplan y contribu-
yendo a mantener la paz y la seguridad en el futuro.

La justicia restaurativa tiene una estrecha re-
lación con los mecanismos alternativos de solución 
de controversias (masc), pero antes de indagar en esa 
relación, es importante conocer el concepto de me-
canismos alternativos de solución de controversias 
(masc).

La Ley General de Mecanismos Alternativos de 
Solución de Controversias en su artículo 5 fracción 
xii, los define como: “xi. Mecanismos Alternativos 
de Solución de Controversias. Procedimientos no 
jurisdiccionales cuyo objeto consiste en propiciar la 
avenencia entre las partes de manera voluntaria, pa-
cífica y benéfica para ambas, a través de concesiones 
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recíprocas, en una controversia o conflicto presente 
o futura”.3 

La definición anterior menciona que los Me-
canismos Alternativos de        Solución de Controversias 
son no jurisdiccionales, lo que significa que operan 
fuera del sistema judicial formal, evitando así los 
trámites burocráticos y los costos asociados a los 
litigios tradicionales. La participación activa de las 
partes y la búsqueda de soluciones mutuamente be-
neficiosas los convierten en herramientas efectivas 
para abordar disputas en diversas áreas. A medida 
que la sociedad progresa hacia una mayor acepta-
ción de estos métodos, es probable que su uso se 
expanda, lo que contribuirá a una cultura de paz y 
entendimiento.

La justicia restaurativa puede ser, en sí misma, 
considerada un mecanismo alternativo de solución 
de conflictos. Asimismo, otros Mecanismos Alterna-
tivos de Solución de Controversias como la negocia-
ción, negociación colaborativa, mediación, arbitraje 
o la conciliación, buscan resolver disputas de mane-
ra voluntaria y colaborativa, sin la intervención de un 
juez. No obstante, se distingue de otros Mecanismos 
Alternativos de Solución de Controversias pues la 
justicia restaurativa se enfatiza en:

•	La reparación del daño: la justicia restaurativa no 
se limita a solucionar el conflicto legal, sino que 



Justicia restaurativa en el ámbito laboral en México: una nueva 

perspectiva de resolución de conflictos

91

persigue la reparación del perjuicio causado a las 
víctimas y a la comunidad.

•	La restauración de las relaciones: la justicia res-
taurativa persigue reconstruir las relaciones 
afectadas por el conflicto, fomentando la recon-
ciliación y la convivencia pacífica.

•	La justicia restaurativa y los mecanismos alter-
nativos de solución de controversias comparten 
una gran variedad de elementos en común y se 
complementan de manera efectiva. Ambos en-
foques ofrecen una alternativa más humana y 
eficiente a los procedimientos judiciales tradi-
cionales, y pueden contribuir a la creación de so-
ciedades más justas   y equitativas.

Implementación de la justicia restaurativa en el ám-
bito laboral

Comencemos por conocer qué es el entorno laboral 
y qué el ambiente laboral. El primero, también llamado 
entorno de trabajo, se define como el conjunto de 
características organizacionales que facilitan o difi-
cultan la práctica profesional, y entre las que se des-
tacan la comunicación, la colaboración, el desarrollo 
profesional, que incluye la formación, y el empode-
ramiento de los trabajadores.4



Justicia restaurativa en el ámbito laboral en México: una nueva 

perspectiva de resolución de conflictos

92

En tanto, Vargas define el ambiente laboral 
como “la percepción de los colaboradores en cuanto 
a los factores que determinan la calidad de la expe-
riencia en los lugares de trabajo”.5 

Ambas definiciones resaltan la relevancia de 
un ambiente laboral saludable y positivo. Un entor-
no laboral que fomente la comunicación, la colabo-
ración, el desarrollo profesional y el empoderamien-
to puede propiciar un ambiente laboral en el que 
los empleados se sientan valorados y motivados. La 
percepción de los colaboradores respecto a su am-
biente laboral desempeña un papel esencial en su 
satisfacción y rendimiento, lo cual subraya la nece-
sidad de que las entidades presten atención a estos 
aspectos con el fin de mejorar la experiencia laboral 
en  su totalidad.

La justicia restaurativa en el ámbito laboral 
puede implementarse mediante mecanismos como 
la mediación y la conciliación, donde un tercero 
imparcial ayuda a las partes a llegar a un acuerdo 
que repare el daño y promueva la restauración de la 
relación laboral.

La Ley Federal de Trabajo menciona: “Artículo 
590-E.- Corresponde a los Centros de Conciliación 
locales las siguientes atribuciones: I. Realizar en ma-
teria local la función conciliadora a la que se refiere 
el párrafo segundo de la fracción xx del artículo 123 
constitucional;”6
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Tomando en cuenta esto, el artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos menciona:

xx. . . . . .
En el orden local, la función conciliatoria estará a cargo 
de los Centros de Conciliación, especializados e impar-
ciales que se instituyan en las entidades federativas. Di-
chos centros tendrán personalidad jurídica y patrimonio 
propios. Contarán con plena autonomía técnica, operati-
va, presupuestaria, de decisión y de gestión.7

Asimismo, la Ley Federal del Trabajo dice: “Artículo 
590-A.- Corresponde al Centro Federal de Concilia-
ción y Registro Laboral las siguientes atribuciones: 
I. Realizar en materia federal la función conciliadora 
a que se refiere el párrafo cuarto de la fracción xx 
del artículo 123 constitucional.8 Y aunado a esto, el 
artículo 123 complementa: 

xx. (...) En el orden federal, la función conciliatoria estará 
a cargo de un organismo descentralizado. Al organismo 
descentralizado le corresponderá además, el registro de 
todos los contratos colectivos de trabajo y las organiza-
ciones sindicales, así como todos los procesos adminis-
trativos relacionados.
El organismo descentralizado a que se refiere el párrafo 
anterior contará con personalidad jurídica y patrimonio 
propios, plena autonomía técnica, operativa, presupues-
taria, de decisión y de gestión…9

La función jurisdiccional en materia laboral ha sido 
desempeñada desde hace muchos años por órganos 
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dependientes del poder ejecutivo, como las juntas 
de conciliación y arbitraje, que tienen características 
diferentes a las del poder judicial.

Este enfoque resultó en que las autoridades 
responsables de la labor jurídica aplicarán normas 
y principios procesales, sin reconocer la posible 
conexión con otras áreas del proceso. Autonomía 
no significa independencia absoluta, sino más bien 
interconectividad, ya que todas las ramas procesales 
tienen una base común en la teoría procesal univer-
sal, que permite el uso de conceptos, términos y prác-
ticas comunes. Esta mala comprensión de la natura-
leza y autonomía de la ley ha llevado a la distorsión 
de sus principios procesales, que, interpretados por 
separado, podrían dar la impresión de un proceso 
superior.

A pesar de sus ventajas, la implementación de 
la justicia restaurativa en el ámbito laboral mexica-
no enfrenta diversos retos, a pesar de sus beneficios. 
Una de ellas es la resistencia al cambio, tanto por 
parte de empleadores como de trabajadores, quie-
nes pueden estar más habituados a los enfoques tra-
dicionales de resolución de conflictos.

Este enfoque se vuelve cada vez más relevante 
en México, especialmente a raíz de la reforma laboral 
del 1° de mayo de 2019, la cual impulsó la creación 
de Centros de Conciliación a nivel federal y estatal 
con el       propósito de solventar conflictos laborales 
antes de que se presenten en los tribunales y al 
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mismo tiempo desapareciendo las Juntas de Con-
ciliación y Arbitraje.

Etapa de conciliación

Los artículos 684-A al 684-E de la Ley Federal del 
Trabajo (LFT) se centran en los mecanismos alterna-
tivos de solución de conflictos dentro del ámbito la-
boral en México.

•	Artículo 684-A establece la relevancia de los 
mecanismos alternativos de solución de conflic-
tos (masc) en el ámbito laboral, subrayando su 
carácter voluntario. Este artículo es fundamen-
tal porque reconoce formalmente la posibilidad 
de resolver conflictos laborales mediante medi-
ación, conciliación y arbitraje, antes de recurrir a 
instancias judiciales.

•	Artículo 684-B, antes de iniciar un proceso judi-
cial, las partes deben atravesar un proceso de 
conciliación obligatorio, el cual se lleva a cabo 
por los Centros de Conciliación Laboral, donde 
un conciliador ayuda a las partes a alcanzar un 
acuerdo.

•	Artículo 684-C expone el carácter confidencial 
y voluntario del procedimiento de conciliación. 
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Las partes pueden anular su consentimiento en 
cualquier momento, y nada de lo discutido du-
rante la conciliación puede ser utilizado en un 
eventual juicio si no se alcanza un acuerdo.

•	Artículo 684-D establece que los acuerdos al-
canzados durante la conciliación tienen la mis-
ma fuerza y efecto que una resolución judicial, 
siempre y cuando se presenten ante la autori-
dad competente. Este artículo garantiza que los 
acuerdos alcanzados de manera voluntaria por 
las partes sean vinculantes y ejecutables.

•	Artículo 684-E detalla la creación y funciona-
miento de los Centros de Conciliación Laboral, 
encargados de llevar a cabo los procedimientos 
de conciliación. Estos centros se desempeñan 
como entidades especializadas en la resolución 
de conflictos laborales y están concebidos para 
brindar un servicio eficiente y accesible para to-
dos los trabajadores y empleadores.

Al formalizar y promover el uso de mecanismos al-
ternativos de solución de conflictos, estos artículos 
buscan aliviar la carga de los tribunales laborales, re-
ducir los costos y tiempos asociados con los litigios, 
y fomentar una cultura de diálogo y consenso en la 
resolución de conflictos laborales. Al mismo tiempo, 
establecen un marco legal claro y robusto que ga-
rantiza que los acuerdos alcanzados en conciliación 
sean respetados y ejecutados, fortaleciendo así la 
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confianza en estos mecanismos como una alternati-
va viable y efectiva a los procedimientos judiciales 
tradicionales.

Etapa de juicio

Los artículos 870 y 874 de la Ley Federal del Trabajo 
(lft) están sujetos al procedimiento ordinario labo-
ral, el cual es el mecanismo legal establecido para 
resolver las controversias individuales de trabajo.

•	Artículos 870 y 870 bis. Estos artículos establecen 
las bases generales del procedimiento ordinario 
laboral, indicando que la demanda debe pre-
sentarse por escrito y que las partes no podrán 
invocar antecedentes relacionados con procedi-
mientos conciliatorios previos en ninguna etapa 
procesal. Esta medida garantiza la autonomía de 
cada procedimiento y previene la repetición de 
argumentos.

•	Artículo 871. Establece la competencia de los 
tribunales laborales para conocer y resolver las 
controversias individuales de trabajo.

•	Artículo 872. Establece los requisitos formales y 
el número de copias requeridas.

•	Artículos 873 al 873-K. Detallan las múltiples fa-
ses del procedimiento, desde la contestación de 
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la demanda hasta la audiencia de juicio. Se es-
tablecen los plazos para presentar documentos, 
ofrecer pruebas, y las formalidades que deben 
tenerse en cuenta en cada una de estas etapas.

	- Artículos 873-A al 873-C. Regulan la pre-
sentación de réplica y contrarréplica, así 
como la admisión de pruebas.

	- Artículos 873-H al 873-K. Establecen las 
reglas para el desarrollo de la audiencia 
de juicio, incluyendo la presentación de 
pruebas y los alegatos finales.

•	Artículo 874. Establece la situación en la que fal-
ta la notificación de uno de los demandados. En 
el presente caso, el tribunal deberá establecer 
una fecha adicional para la audiencia.

Los artículos mencionados anteriormente constitu-
yen el eje central del procedimiento ordinario labo-
ral en México. Su conocimiento es fundamental para 
comprender los derechos y obligaciones de las par-
tes en una controversia laboral, así como para garan-
tizar un proceso justo y equitativo, es decir, han dado 
lugar a un cambio significativo en la forma en que se 
gestionan las disputas laborales.
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Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral

El Centro Federal de Conciliación y Registro Labo-
ral (cfcrl) es una institución fundamental en el nue-
vo sistema de justicia laboral en México, el cual fue 
creado como parte de la reforma laboral del 1° de 
mayo de 2019. La Ley Orgánica del Centro Federal 
de Conciliación y Registro Laboral lo define como: “El 
Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral es 
un organismo público descentralizado de la Admi-
nistración Pública Federal, con personalidad jurídica 
y patrimonio propios, y con plena autonomía técni-
ca, operativa, presupuestaria, de decisión y de ges-
tión”.10 El artículo anterior establece un marco sólido 
para la operación de este organismo, destacando su 
autonomía y su papel fundamental en la conciliación 
y en el registro laboral. Lo cual no solo facilita la re-
solución de conflictos, sino que también contribuye 
a la creación de un sistema laboral más justo y efi-
ciente en México. La capacidad del Centro Federal de 
Conciliación y Registro Laboral para actuar de mane-
ra independiente y efectiva es fundamental para el 
éxito de la reforma laboral y para la protección de los 
derechos de los trabajadores y empleadores.

Asimismo, la Ley Orgánica del Centro Federal 
de Conciliación y Registro Laboral también mencio-
na los principios por los que se rige el Centro Fede-
ral de Conciliación y Registro Laboral: “El Centro se 
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regirá por los principios de certeza, independencia, 
legalidad, imparcialidad, igualdad, confiabilidad, efi-
cacia, objetividad, profesionalismo, transparencia y 
publicidad”.11 

•	Certeza. Esto implica que las acciones sean cla-
ras, precisas y predecibles, tanto para las partes 
involucradas en un conflicto laboral como para 
terceros. Esto propicia la confianza en el sistema 
y facilita la resolución de conflictos.

•	Independencia. El Centro Federal de Conciliación y 
Registro Laboral debe actuar de manera indepen-
diente, sin presiones externas que puedan influir 
en sus decisiones.

•	Legalidad. Todas sus acciones deben fundamen-
tarse en la ley, es decir, en la Constitución, la Ley 
Federal del Trabajo y otras disposiciones legales 
pertinentes.

•	Imparcialidad. El Centro Federal de Conciliación y 
Registro Laboral debe abordar a todas las partes 
de un conflicto de manera justa y equitativa, sin 
favorecer a ninguna de ellas.

•	Igualdad. Todas las personas tienen el derecho 
de acceder a los servicios del Centro Federal de 
Conciliación y Registro Laboral en una esfera de 
igualdad de condiciones, sin cualquier tipo de 
discriminación.

•	Confiabilidad. Las actuaciones del Centro Fede-
ral de Conciliación y Registro Laboral deben ser 
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confiables, es decir, las partes involucradas de-
ben tener la certeza de que sus asuntos serán 
tratados con seriedad y profesionalismo.

•	Eficacia. El Centro Federal de Conciliación y Regis-
tro Laboral debe procurar resolver los conflictos 
laborales de forma rápida y eficiente, evitando di-
laciones innecesarias.

•	Objetividad. Las decisiones del Centro Federal de 
Conciliación y Registro Laboral deben fundamen-
tarse en hechos objetivos y pruebas, a fin de pre-
venir cualquier tipo de subjetividad.

•	Profesionalismo. Este principio asegura que las 
decisiones se tomen por personas capacitadas y 
comprometidas con el servicio público.

•	Transparencia. Todos los actos del Centro Fede-
ral de Conciliación y Registro Laboral deben ser 
públicos y accesibles, permitiendo que las partes 
involucradas y la sociedad en general conozcan 
los procedimientos y las decisiones adoptadas.

•	Publicidad. Este principio complementa la trans-
parencia y asegura que la información esté dis-
ponible para el escrutinio público, esto fortalece 
la confianza en las instituciones.

Estos principios garantizan que el Centro Federal de 
Conciliación y Registro Laboral sea una institución 
confiable, eficiente y transparente, capaz de resolver 
los conflictos laborales de manera justa y equitativa. 
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Al implementar estos principios, contribuye a forta-
lecer las relaciones laborales y a fomentar un entor-
no de trabajo más saludable y productivo.

Conclusiones

Primera. La justicia restaurativa no tiene como obje-
tivo reemplazar los sistemas jurídicos tradicionales, 
sino complementarlos. En muchos casos, puede ser 
una opción más eficaz y humana para resolver con-
flictos laborales, especialmente aquellos que invo-
lucran cuestiones de relaciones interpersonales.

Segunda. La justicia restaurativa en el ámbito 
laboral se enfoca en la reparación del daño causado 
a los empleados, fomentando un enfoque que per-
sigue la restauración de las relaciones laborales en 
lugar de la sanción.

Tercera. La integración de la justicia restaura-
tiva en el ámbito laboral contribuye a fortalecer la 
cultura organizacional, fomentando valores como la 
empatía, el respeto y la equidad. Las organizaciones 
que adoptan estos principios tienden a ser más resil-
ientes y a fomentar un sentido de pertenencia entre 
sus empleados, lo que puede resultar en una mayor 
lealtad y un menor índice de rotación de personal.
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La protección internacional en  
España en datos: los puestos  

fronterizos nacionales más afectados*

Jorge Agustín Viguri Cordero**

Introducción

En el 2024, España se consolidó como el segundo 
Estado miembro de la Unión Europea (ue) con mayor 
número de primeras solicitudes de asilo, concentran-
do el 18 % del total, lo que equivale a un máximo 
histórico de aproximadamente 164.000 peticiones. 
Solo Alemania superó esta cifra, al recibir el 25 % 
del total. Le siguieron Italia y Francia, con 151.000 
y 130.000 solicitudes, respectivamente. Estos datos, 
recogidos en la publicación Focus on Spanish Society, 
editada por Funcas, indican que España ha manteni-
do de forma constante esta posición —entre el se-
gundo y tercer lugar— desde el 2019.

En términos globales, la ue registró cerca de 
912.000 solicitudes de asilo en 2024, esto repre-
senta una disminución del 13 % respecto al año 
anterior. A pesar del crecimiento generalizado de so-
licitudes desde la pandemia de covid-19, su distri-
bución entre los Estados miembros continúa siendo 
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marcadamente desigual. Algunos países del centro y 
este de Europa, como Hungría (25 solicitudes), Eslo-
vaquia (135) y Lituania (295), recibieron cifras míni-
mas, manifestando un desequilibrio persistente en 
el sistema de asilo europeo y ha reavivado el debate 
sobre la solidaridad y el reparto equitativo de res-
ponsabilidades dentro de la ue.

El perfil de los solicitantes de asilo en España 
difiere significativamente del observado en otros 
países europeos. En 2024, el país se consolidó 
como el principal destino para solicitantes proce-
dentes de América Latina, particularmente de Vene-
zuela (40 % de las solicitudes en España), Colombia 
(24 %) y, en menor medida, Perú (6 %). En términos 
absolutos, se registraron unas 65.000 solicitudes de 
venezolanos y 40.000 de colombianos, lo que equi-
vale al 90 % y al 79 %, respectivamente, del total 
de solicitudes presentadas por estas nacionalidades 
en toda la ue.

Asimismo, se observa un aumento significativo 
de solicitudes procedentes de países de África Oc-
cidental, especialmente de Mali y Senegal. Aunque 
aún representan un porcentaje relativamente bajo 
—6 % y 5 %, respectivamente— en el total nacio-
nal, entre 2023 y 2024 estas cifras se multiplicaron 
por 8,5 en el caso de Mali y por 3,5 en el de Senegal. 
Este fenómeno sugiere una posible tendencia emer-
gente en los flujos migratorios hacia España.
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Durante la última década, el perfil de los solici-
tantes de asilo en España ha estado menos vincula-
do a conflictos armados inmediatos y más asociado 
a factores lingüísticos, culturales e históricos, espe-
cialmente con países latinoamericanos. No obstante, 
el notable incremento de solicitudes procedentes 
de Mali —contextualizado en un conflicto armado 
creciente— podría marcar un punto de inflexión, 
anticipando una mayor implicación de España en la 
gestión de crisis migratorias procedentes del África 
Occidental.

El análisis comparado del perfil nacional de los 
solicitantes en el conjunto de la ue durante 2024 re-
vela notables divergencias entre países. Alemania si-
gue siendo el principal destino para quienes huyen 
de zonas de conflicto, en particular de Siria, Afganis-
tán y Turquía. Grecia se posiciona como el segundo 
país de destino para sirios y afganos, mientras que 
Francia lo es para los solicitantes turcos, además de 
concentrar el 53 % de las solicitudes presentadas por 
ciudadanos ucranianos. Por su parte, Italia destaca 
como el destino principal para personas proceden-
tes de Bangladesh y se ha convertido también en el 
país receptor de la mayoría de las solicitudes de ciu-
dadanos peruanos, superando incluso a España, con 
un 58 % del total europeo para esta nacionalidad.

Indiscutiblemente, España se ha convertido 
en la ruta principal para la entrada de migrantes y 
refugiados en Europa durante los últimos años, lo 



La protección internacional en España en datos: los puestos fronterizos 

nacionales más afectados

108

cual ha provocado serias carencias de recursos hu-
manos y administrativos necesarios para gestionar el 
volumen de solicitudes de protección internacional y 
atender satisfactoriamente las condiciones de acogi-
das que se precisan. Máxime, teniendo presente que 
la Comisión Europea ha aprobado la concesión para 
España del Programa Nacional del Fondo de Asilo, Mi-
gración e Integración (fami) para el periodo 2021-
2027. Para esta edición del fami, la Comisión ha 
aumentado la cuantía un 10 %, alcanzando la cifra 
de 482 millones de euros.1

El incremento en nuestro país no solo repre-
senta el mayor número de migrantes de la última 
década, sino que evidencia una de las tasas de reco-
nocimiento del derecho de asilo y protección subsi-
diaria sustancialmente baja —así, en 2024, la tasa 
de aprobación de solicitudes de asilo en España se 
situó en el 18,5 %, lo que supone un ligero aumento 
con respecto al año anterior, pero sigue siendo infe-
rior a la media europea, que es del 40 %—. Datos 
que emplazan a España como uno de los países de la 
ue con menor tasa de reconocimiento de asilo.2

Sin embargo, lo verdaderamente alarmante es-
triba en las dificultades que experimenta el sistema 
nacional de asilo para afrontar esta gran magnitud 
de peticiones de protección internacional y, corre-
lativamente, proporcionar las pertinentes condi-
ciones de acogida. Como ha destacado el Defensor 
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del Pueblo (dp) en su Informe de 2024, el procedi-
miento específico para las solicitudes de asilo for-
muladas en los puestos fronterizos se ve afectado 
por un alto volumen de personas que inician dicho 
procedimiento, con demoras en la formalización y 
resolución de las solicitudes que derivan en estan-
cias prolongadas en unas instalaciones concebidas 
para albergar únicamente a un número limitado de 
personas.3 Estas dependencias, por tanto, no están 
adecuadamente equipadas ni dimensionadas para 
gestionar eficazmente situaciones de saturación.

Cabe subrayar que entre las personas obliga-
das a permanecer en estos espacios se encuentran 
individuos en situación de especial vulnerabilidad, 
incluidos menores de edad. La prolongación de su 
estancia en condiciones inadecuadas puede suponer 
una afectación directa a sus derechos fundamenta-
les, lo que exige una respuesta institucional urgente 
y proporcional a la gravedad de la situación.

En esta misma línea, la Recomendación de 29 
de mayo de 2017 del dp, formulada ante la Direc-
ción General de Política Interior determinó que se 
carecía de un protocolo para actuar en casos de su-
jetos especialmente vulnerables como los menores 
no acompañados y recomendó adoptar las medidas 
eficaces para garantizar que estos pudieran forma-
lizar sus respectivas solicitudes de protección inter-
nacional.4
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Al margen de estas peculiaridades, estos da-
tos no han podido resultar más desfavorables en su 
cómputo total. La manifiesta incapacidad de la oar 
para tramitar y resolver en el plazo dispuesto en el 
art. 24.3 de la Ley Española de Asilo y de la Protec-
ción Subsidiaria (en adelante, laps)5 —esto es, has-
ta un máximo de seis meses6— un elevado número 
solicitudes de protección internacional requiere de 
efectivas reformas que reviertan este contexto. Es-
tas fueron iniciadas en el 2016, cuando el Ministerio 
del Interior reforzó la oar  mediante la incorporación 
de un total de 94 nuevos efectivos temporales para 
la realización de labores de apoyo a la instrucción 
y ulterior tramitación de expedientes de protección 
internacional. Una medida nacional acaecida en un 
momento sumamente pertinente, habida cuenta de 
que el incremento exponencial de solicitudes de 
protección internacional exigía una plantilla más nu-
merosa.

Asimismo, sus medios materiales se encontra-
ban desactualizados y anticuados,7 acrecentando la 
patente falta de eficiencia en la tramitación de los 
expedientes de protección internacional. Sobre el 
particular, el dp ya se pronunció en el estudio El asilo 
en España. La Protección internacional y los recursos 
del sistema de acogida, recomendando la mejora de la 
gestión en la tramitación de estos procedimientos.8 

Estas Recomendaciones fueron finalmente tomadas 
en consideración por parte del ejecutivo socialista, 
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que aprobó, mediante el Decreto Ley 6/2018, una 
oferta extraordinaria de empleo público de esta Ofi-
cina compuesta por un total de 231 plazas permanen-
tes.9 Esto ha supuesto que la oar funcione a pleno 
rendimiento y, actualmente, alcance cifras históricas 
en la resolución de expedientes de protección inter-
nacional, tramitando un total de 96.251 solicitudes, 
lo que supone un incremento del 4,2 % respecto al 
año anterior.10 Este volumen de resoluciones repre-
senta el mayor registrado por la oar, exceptuando el 
2020 marcado por la pandemia. Asimismo, España 
ha recibido 167.366 nuevas solicitudes de protec-
ción internacional, un 2,5 % más que en 2023, si-
tuándose como el segundo país de la ue en número 
de solicitantes, solo por detrás de Alemania. Las na-
cionalidades con mayor número de solicitudes han 
sido Venezuela (66.134) y Colombia (40.140), que en 
conjunto constituyen el 63,5 % del total, seguidas 
por Mali, Perú y Senegal. La Comunidad de Madrid 
destaca como la región con más solicitudes registra-
das, con 47.439 expedientes.

En paralelo, el sistema español de protección 
internacional ha concedido diversas formas de ampa-
ro, entre ellas 6.355 estatutos de refugiado y 11.453 
protecciones subsidiarias, esta última cifra supone 
un incremento del 200 % respecto al año anterior 
y marca un nuevo récord histórico. Además, 33.534 
personas, en su mayoría venezolanas, han recibido 
autorización de residencia por razones humanitarias. 
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La tasa global de protección internacional se ha si-
tuado en un 53,3 %, mientras que la tasa específica 
de reconocimiento del estatuto de refugiado y pro-
tección subsidiaria ha alcanzado el 18,5 %, seis pun-
tos por encima de la registrada en 2023. Asimismo, 
se han registrado 2.084 solicitudes de estatuto de 
apátrida, un 86,4 % más que el año anterior, con-
solidando una tendencia al alza. Finalmente, 36.734 
personas han sido beneficiarias del régimen de pro-
tección temporal, la mayoría desplazadas por la gue-
rra en Ucrania, consolidando el compromiso sosteni-
do de España con la protección de las personas en 
situación de vulnerabilidad internacional.

En el presente trabajo, trataremos de siste-
matizar la falta de efectividad del sistema de asilo 
español en puntos geográficos concretos, concreta-
mente, en las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla 
y en las Islas Canarias. Emplazamientos que, pese a 
que llevan experimentando un alto número de so-
licitudes de protección internacional en los últimos 
años, ha sido durante el último lustro cuando se ha 
producido un aumento considerable de llegadas de 
forma irregular por vía marítima en Ceuta y Melilla 
(fronteras terrestres) y las islas Canarias (fronteras 
marítimas). Acontecimientos que, inexorablemente, 
nos llevan a abordar en este trabajo la crítica si-
tuación que llevan experimentando en los últimos 
años estas fronteras nacionales, las persistentes 
trabas a las que se ven supeditados los solicitantes 
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de protección internacional y la necesidad de pe-
rentoria reforma del ordenamiento jurídico español 
en materia de asilo y protección subsidiaria.

Evolución reciente de las solicitudes de protección 
internacional en las ciudades autónomas españolas: 
el caso de Ceuta y Melilla en el 2024

En el 2024, la ciudad autónoma de Ceuta alcanzó un 
récord histórico al experimentar un notable aumento 
en el número de solicitudes de protección interna-
cional, duplicando prácticamente las cifras del año 
anterior. Según datos de la oar, Ceuta superó por 
primera vez en una década a Melilla en volumen de 
solicitudes, lo que constituye un hito significativo en 
el contexto de la gestión migratoria de ambas ciuda-
des autónomas. Todo ello, pese a que en esta ruta se 
han practicado devoluciones en caliente generaliza-
das en los últimos años.11

En concreto, Ceuta registró un total de 2.506 
solicitudes, lo que representa un incremento apro-
ximado del 95 % respecto a las 1.286 solicitudes 
tramitadas en 2023. Esta cifra constituye el segun-
do registro más elevado en la historia de la ciudad, 
solo superado por las 3.157 solicitudes contabiliza-
das en 2021. Asimismo, el ejercicio de 2024 marca 
el cuarto año consecutivo en el que Ceuta supera el 
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umbral del millar de solicitudes de protección inter-
nacional, consolidando una tendencia al alza. Por su 
parte, Melilla contabilizó 1.892 solicitudes en 2024, 
lo que supone un incremento del 37 % respecto a 
las 1.382 del año precedente. Este aumento revier-
te una tendencia descendente observada en los dos 
años anteriores, siendo especialmente significativa 
la reducción de más del 50 % registrada en 2023.

El comportamiento divergente de ambas ciu-
dades refleja dinámicas cambiantes en los flujos 
migratorios y plantea importantes desafíos para la 
planificación y gestión de los recursos destinados a 
la atención y tramitación de solicitudes de asilo en 
las fronteras exteriores de la ue. Por su parte, Ceuta 
y Melilla se coronan como nuevos polos de atracción 
para solicitantes de asilo.

Desde la apertura de oficinas de asilo en los 
pasos fronterizos de Ceuta y Melilla en 2014 —una 
medida adoptada en respuesta a la crisis de refugia-
dos sirios—, Melilla ha mantenido históricamente 
una posición destacada en cuanto al volumen de so-
licitudes de protección internacional. En 2015 alcan-
zó su máximo histórico con 6.335 peticiones, princi-
palmente formuladas por personas procedentes de 
Siria. En contraste, Ceuta se mantuvo hasta 2021 con 
cifras significativamente inferiores, oscilando entre 
las 200 y 500 solicitudes anuales. No obstante, los 
datos de 2024 reflejan un cambio sustantivo en esta 
dinámica.
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Es conveniente destacar que se identifican 
nuevos perfiles migratorios y estrategia de acceso al 
sistema de asilo. En los últimos años, el perfil de las 
personas migrantes en Melilla ha experimentado una 
transformación relevante. Mientras anteriormente 
predominaban los ciudadanos de origen subsaha-
riano —que accedían a la ciudad mediante saltos 
a la valla fronteriza o por vía marítima—, en 2024 
se observa una creciente presencia de solicitantes 
latinoamericanos, especialmente de nacionalidad 
colombiana y venezolana. Una de las razones detrás 
de esta elección es la mayor agilidad administrativa 
en Melilla. Frente al colapso del sistema de citas en 
grandes ciudades peninsulares como Madrid, Barce-
lona o Valencia, donde las demoras pueden exten-
derse durante meses o incluso años, Melilla ofrece 
una vía más expedita para la formalización de solici-
tudes de asilo, lo que se ha convertido en un factor 
decisivo para muchos solicitantes.

Por su parte, resulta destacable la creciente 
presión sobre los recursos de acogida. Así, este au-
mento en la demanda de protección internacional ha 
generado una presión considerable sobre los recur-
sos disponibles, particularmente en Melilla. Durante 
el 2024, el Centro de Estancia Temporal de Inmigran-
tes (ceti) alcanzó una ocupación cercana al 70 % de 
su capacidad en el mes de agosto. Aunque esta cifra 
no representa una saturación crítica, sí ha suscitado 
preocupación entre las autoridades locales, quienes 
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han advertido sobre las limitaciones estructurales 
y de personal, especialmente si las cifras de llegada 
continúan creciendo.

En lo concerniente al caso de Ceuta, este 
punto fronterizo parece consolidarse como nuevo 
punto de entrada. El notable aumento de solicitudes 
en Ceuta durante 2024 —con un crecimiento cerca-
no al 95 %— evidencia una transformación en el 
flujo migratorio hacia esta ciudad autónoma. Según 
fuentes policiales, este incremento se vincula prin-
cipalmente a la llegada de personas procedentes de 
países iberoamericanos, como Colombia y Venezue-
la, que optan por presentar sus solicitudes en Ceuta 
y Melilla para sortear los cuellos de botella existen-
tes en otras regiones de España.

En este contexto, resulta llamativo el reduci-
do número de solicitudes de protección temporal 
vinculadas al conflicto en Ucrania gestionadas en 
ambas ciudades: 29 en Ceuta y apenas 6 en Melilla, 
frente a las 36.734 registradas a nivel nacional. Este 
dato sugiere una diferenciación significativa en los 
perfiles nacionales de los solicitantes según el terri-
torio de entrada.

Con todo, haciendo un balance nacional y 
propuestas de mejora, España alcanzó en 2024 
una cifra récord de 167.366 solicitudes de pro-
tección internacional, de las cuales fueron re-
sueltas 96.251. Esta disparidad entre solicitudes 
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presentadas y expedientes resueltos evidencia 
una sobrecarga estructural del sistema de asilo.

Ante este panorama, la cear ha advertido so-
bre la necesidad de introducir procedimientos más 
ágiles y humanizados, especialmente en los casos de 
nacionalidades con alta tasa de resolución positiva, 
como la venezolana o la maliense. La implementación 
de procesos acelerados permitiría no solo garantizar 
una respuesta más eficaz y digna a las personas so-
licitantes, sino también descongestionar el sistema 
y favorecer una integración temprana. cear subraya 
además que esta agilización contribuiría a paliar la 
escasez de mano de obra en sectores estratégicos 
como la construcción o la restauración, particular-
mente en Melilla.

Los puestos fronterizos marítimos recientemente 
afectados: la crítica situación de las Islas Canarias

Por lo que se refiere a las Islas Canarias, aunque pre-
viamente al decreto de la alerta sanitaria, esta ruta 
de llegada a territorio español ya experimentaba el 
mayor crecimiento regular de llegada de migrantes 
irregulares por mar, aumentó considerablemente 
tras la irrupción de la crisis de la covid-19. De hecho, 
gran parte de los esfuerzos de los líderes europeos, 
incluido el ejecutivo español, se centraron en dar 
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respuestas a esta emergencia sanitaria lo que su-
puso, en palabras de García Mahamut, una carencia 
estructural de “orientación eficiente, rápida, eficaz y 
solidaria de la ue ante emergencias de dimensiones 
colosales”.12 Un hecho que no solo radicó en las res-
tricciones fronterizas de Marruecos y Mauritania, sino 
que, como se hizo eco la cear, los intereses económi-
cos de las mafias de tráfico de personas jugaron un 
papel crucial. Esto ha llevado a que las dificultades 
para acceder al procedimiento de asilo en Canarias 
se prolonguen hacia una especie de “paradigma di-
suasorio”13 que no parece solventarse con la imple-
mentación del Nuevo Pacto de Migración y Asilo.14

En esta línea, el Informe Anual de Seguridad 
Nacional 2024 del Defensor del Pueblo Español,15 

dedica especial atención a la denominada “ruta cana-
ria”, identificándola como una de las principales vías 
de entrada irregular al territorio nacional y como un 
fenómeno en notable expansión. Esta ruta conecta 
la costa occidental de África con el archipiélago de 
Canarias a través del océano Atlántico, y ha registra-
do un incremento significativo tanto en el volumen 
total de llegadas como en la proporción de personas 
procedentes del Sahel, particularmente de Mali.

El informe enmarca este fenómeno dentro del 
conjunto de amenazas y desafíos a la seguridad na-
cional, y documenta que 2024 se ha consolidado 
como el año con el mayor número de llegadas irre-
gulares por vía marítima en toda la serie histórica, 
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alcanzando un total de 61.372 personas. De ellas, 
más de 46.843 arribaron al archipiélago canario, 
lo que constituye una cifra récord en dicha región. 
Esta ruta, considerada una de las más peligrosas del 
mundo por sus condiciones marítimas extremas, 
continúa ganando peso estratégico dentro de los 
flujos migratorios hacia Europa.

En términos comparativos, el informe desta-
ca que la suma de llegadas irregulares por las dos 
rutas que afectan directamente a España —la atlán-
tica (ruta canaria) y la del Mediterráneo occiden-
tal— sigue siendo inferior al volumen registrado en 
otras fronteras exteriores de la Unión Europea, como 
las rutas del Mediterráneo central y oriental. No obs-
tante, se proyecta una intensificación de la presión 
migratoria desde el Sahel en los próximos años. El 
documento advierte que esta tendencia se ve impul-
sada no solo por la escasez estructural de recursos 
y el deterioro económico en los países de origen, 
sino también por la creciente instrumentalización de 
la migración por parte de actores hostiles a la Unión 
Europea y a sus Estados miembros, lo que convierte 
esta presión en una variable geopolítica de crecien-
te complejidad.

En este contexto, Mauritania emerge como un 
punto de partida cada vez más relevante en la ruta 
atlántica. Este desplazamiento del epicentro de las 
salidas se explica por múltiples factores: el incre-
mento del control fronterizo en Senegal, la creciente 



La protección internacional en España en datos: los puestos fronterizos 

nacionales más afectados

120

inestabilidad y expansión de grupos terroristas en 
el territorio maliense y la degradación de las con-
diciones de seguridad en la región del Sahel. Como 
consecuencia, el volumen de personas desplazadas 
procedentes de Mali ha experimentado un aumento 
del 543 % entre 2023 y 2024. Esta nacionalidad, 
que anteriormente ocupaba el quinto lugar en tér-
minos de llegadas irregulares a España —por detrás 
de Senegal, Marruecos, Argelia y Gambia—, pasó a 
situarse en primer lugar en 2024.

Un aspecto adicional que subraya el informe 
es el crecimiento sostenido del número de personas 
solicitantes de protección internacional entre quie-
nes acceden irregularmente por vía marítima. Esta 
tendencia ha generado una sobrecarga progresiva 
tanto en el sistema de acogida humanitaria como en 
el de tramitación de solicitudes de asilo, lo que ha 
derivado en una situación de saturación estructural. 
La prolongación de las estancias en los dispositivos 
de atención y la acumulación de expedientes sin re-
solver están contribuyendo a la “cronificación” de 
esta situación, con implicaciones significativas tanto 
para la capacidad operativa del sistema como para la 
garantía de derechos de las personas afectadas.

Recientemente, el Tribunal Supremo en Auto, 
de 26 de marzo de 2025 instó al Gobierno de Es-
paña a asumir la responsabilidad de más de un mi-
llar de menores migrantes no acompañados solici-
tantes de asilo que, hasta la fecha, se encuentran 
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bajo la tutela de los servicios de protección de la 
comunidad autónoma de Canarias. La resolución ju-
dicial subraya la necesidad de que la actuación del 
Estado se realice con la cooperación de la Comuni-
dad Autónoma de Canarias, que continuará colabo-
rando en la gestión de estos menores, pero dentro 
del marco competencial previsto por la legislación 
de extranjería y protección internacional.

Este auto marca un hito en la gestión institu-
cional de la infancia migrante y plantea interrogan-
tes relevantes respecto al futuro inmediato de estos 
niños, niñas y adolescentes, así como sobre la ga-
rantía efectiva del principio del interés superior del 
menor, consagrado en la Convención sobre los Dere-
chos del Niño.

La llegada de un menor de edad no acompaña-
do a territorio español activa de manera inmediata 
una serie de obligaciones jurídicas para el Estado, 
derivadas tanto del marco legal nacional como del 
derecho internacional de los derechos humanos. Es-
tas obligaciones incluyen el derecho de todo menor 
no acompañado a ser considerado prioritariamente 
como niño o niña, no como migrante, y por tanto con 
pleno derecho a una tutela integral conforme a su 
edad y grado de vulnerabilidad. También deben es-
tar amparados por una acogida adecuada, de manera 
que la comunidad autónoma receptora debe propor-
cionar alojamiento seguro, atención sanitaria y psi-
cológica, educación y cobertura de sus necesidades 
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básicas, asegurando condiciones de vida dignas. 
De igual modo, como menor tutelado, debe iniciar-
se sin dilación la tramitación de su autorización de 
residencia, de acuerdo con la legislación vigente en 
materia de extranjería y protección del menor. Final-
mente, se recuerda el derecho a no ser expulsado, 
de modo que todo procedimiento de repatriación 
debe evaluarse caso por caso, valorando los riesgos 
y garantías en el país de origen y respetando en todo 
momento el principio del interés superior del menor, 
evitando devoluciones automáticas o sin garantías.

La resolución del Tribunal Supremo pone de 
relieve la necesidad de adoptar soluciones estruc-
turales y corresponsables que no solo respondan a 
la coyuntura, sino que refuercen un sistema nacional 
de protección que respete los derechos de la infan-
cia en situación de mayor vulnerabilidad. La garantía 
del interés superior del menor no puede depender 
de la ubicación geográfica de su llegada, sino del 
compromiso de todo el Estado con los principios de 
equidad, humanidad y justicia. Así, este auto del ts 
resulta relevante por las consecuencias inmediatas 
que suponen en la práctica, tendentes hacia la me-
jora del sistema de acogida y protección de menores 
no acompañados.

A nuestro juicio, estas recomendaciones de-
ben incluir:
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•	Un sistema de derivación equitativo y obligatorio 
entre comunidades autónomas: es necesario es-
tablecer un mecanismo vinculante y estable de 
reparto de menores no acompañados entre las 
comunidades autónomas, que considere crite-
rios de capacidad, población y recursos dispo-
nibles, con el fin de evitar la sobrecarga de los 
sistemas autonómicos de protección, como el 
caso actual de Canarias.

•	Refuerzo del sistema de protección con enfoque 
especializado: deben incrementarse los recursos 
humanos y materiales dedicados a la atención de 
esta infancia, asegurando equipos multidiscipli-
nares especializados en protección, salud mental 
y acompañamiento psicosocial, con formación en 
derechos de infancia y diversidad cultural.

•	Aceleración y garantía en la documentación: es 
fundamental que se agilicen los procesos de do-
cumentación y regularización de menores tute-
lados, evitando largos periodos de indefinición 
jurídica que afectan su acceso a derechos y su 
estabilidad personal.

•	Participación infantil y escucha activa: todo di-
seño de políticas y medidas que afecten a estos 
niños y estas niñas debe incluir mecanismos rea-
les de participación, garantizando que sus voces 
sean escuchadas y tenidas en cuenta en decisio-
nes que afectan directamente a su vida y futuro.
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•	Coordinación interadministrativa y financiación 
estatal: se requiere una mayor coordinación 
entre los distintos niveles de la administra-
ción —estatal, autonómico y local—, así como 
un compromiso presupuestario sostenido por 
parte del Estado para garantizar una respuesta 
eficaz, digna y sostenible.

La ampliación de la normativa europea contra la tra-
ta de seres humanos: implicaciones para la migra-
ción irregular

Es evidente que la trata de seres humanos constituye 
una de las formas más graves de violación de los de-
rechos fundamentales en la ue. En un contexto mar-
cado por crecientes flujos migratorios irregulares, las 
redes delictivas han diversificado sus mecanismos 
de explotación, lo que ha exigido una actualización 
de los marcos jurídicos. El reciente acuerdo provisio-
nal entre el Consejo y el Parlamento Europeo en ene-
ro de 2024 responde a esta necesidad, ampliando la 
definición de trata e introduciendo nuevas medidas 
punitivas y preventivas.

Para ello, cabe retrotraernos a la Directiva 
2011/36/UE, la cual representó un hito en la armo-
nización de las respuestas estatales frente a la tra-
ta de personas. Este instrumento estableció normas 
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mínimas para tipificar penalmente la trata y garan-
tizar la protección de las víctimas. Sin embargo, con 
el paso del tiempo, se identificaron lagunas legales 
respecto a ciertas formas de explotación que, aun-
que no explícitamente mencionadas en la Directiva, 
estaban presentes en la realidad europea. Datos de 
la Comisión Europea indican que, en 2020, un 11 % 
de las víctimas de trata en la ue fueron explotadas 
a través del matrimonio forzado, la adopción ilegal 
o prácticas relacionadas con la gestación subroga-
da —ninguna de las cuales estaba específicamente 
recogida en la normativa previa.

En este contexto, en el ámbito de la ue, pre-
tende ampliarse el ámbito de aplicación a través 
de la previsión de nuevas formas de explotación. 
El acuerdo alcanzado en enero de 2024 propone 
una ampliación significativa del concepto de explo-
tación en el marco de la trata de seres humanos. Se 
incorporan de manera explícita: 1) Matrimonio for-
zado: considerando explotación cuando se produce 
mediante coacción, amenaza o engaño. 2) Adopción 
ilegal: Particularmente, cuando se fuerza o manipu-
la a madres vulnerables para renunciar a sus hijos. 
3) Gestación subrogada forzada: En los casos en 
que mujeres son coaccionadas o engañadas para 
actuar como madres gestantes, con fines comercia-
les o delictivos. Estas formas de explotación, aun-
que no siempre vinculadas directamente a la mi-
gración irregular, se ven exacerbadas en contextos 
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de vulnerabilidad migratoria, especialmente entre 
mujeres y menores no acompañados.

La nueva normativa establece penas de al me-
nos cinco años de prisión, y hasta diez años en casos 
agravados, para estos nuevos tipos de trata. Se in-
corpora también una circunstancia agravante rela-
cionada con el uso de tecnologías de la información 
y la comunicación (tic), como la difusión de material 
sexualmente explícito sin consentimiento. Adicio-
nalmente, se prevé sancionar penalmente a quienes, 
con conocimiento, utilicen servicios proporcionados 
por víctimas de trata. Esta disposición, de naturale-
za preventiva y disuasoria, busca atacar la demanda 
que sustenta estas formas de explotación.

El nuevo texto refuerza el régimen de respon-
sabilidad para personas jurídicas (empresas, organi-
zaciones), incluyendo medidas como la exclusión del 
acceso a fondos públicos, la inhabilitación para par-
ticipar en licitaciones o el retiro permisos o licencias 
cuando se demuestre su implicación en actividades 
de trata. Estas disposiciones abordan la dimensión 
estructural de la trata, frecuentemente conectada 
con sectores económicos formales o semiformales 
que utilizan mano de obra explotada.

La reforma se inscribe en el marco del Plan de 
Acción empact (Plataforma Multidisciplinar Europea 
contra las Amenazas Criminales), adoptado de forma 
permanente por los Estados miembros en 2021. Este 
plan coordina esfuerzos operativos y estratégicos 



La protección internacional en España en datos: los puestos fronterizos 

nacionales más afectados

127

para combatir la delincuencia organizada, incluidas 
la trata y el tráfico de migrantes, durante el periodo 
2022-2025. Con todo, es incuestionable que la mi-
gración irregular sigue siendo un factor de riesgo 
clave para la trata de seres humanos. Individuos en 
situación migratoria precaria son más vulnerables a 
redes criminales que explotan su necesidad de regu-
larización, protección o ingresos. Por lo tanto, la am-
pliación de las formas de explotación reconocidas 
legalmente permitirá una mejor identificación de 
víctimas dentro de los flujos migratorios, así como 
una persecución más eficaz de los responsables. No 
obstante, esta estrategia debe ir acompañada de 
políticas de migración seguras, canales legales de 
entrada y medidas específicas de protección para mi-
grantes en situación de riesgo.

Por todo ello, la reforma de la Directiva sobre 
la trata de seres humanos representa un avance sus-
tancial en la protección de derechos fundamentales 
en el contexto europeo. Al reconocer nuevas formas 
de explotación asociadas a dinámicas contemporá-
neas, incluyendo las que afectan especialmente a 
migrantes irregulares, la ue da un paso adelante en 
la lucha contra la criminalidad organizada. Sin em-
bargo, su eficacia dependerá no solo de la aplicación 
judicial, sino también de una coordinación interinsti-
tucional sostenida y de políticas migratorias que re-
duzcan la vulnerabilidad estructural de las personas 
migrantes.
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Notas al final
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sobre «Derecho, matrimonio y factor religioso: nuevos retos» (ref. UJI-
2024-02).
** Profesor de Derecho Constitucional. Universitat Jaume I.
1 Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migración, "España recibirá 
482 millones de euros del fami para reforzar las capacidades de acogida 
y apoyar la migración regular".
2 cear. España solo registró un ligero aumento de solicitudes de asilo 
pese a las previsiones alarmistas.
3 Defensor del Pueblo. Informe anual 2024, pp. 67 y 68. 
4 Defensor del Pueblo. Informe anual 2017 y debates en las Cortes Ge-
nerales, p. 241.
5 boe. Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y 
de la protección subsidiaria (laps), pp. 90860 a 90884.
6 Regula lo siguiente: “Transcurridos seis meses desde la presentación de 
la solicitud sin que se haya notificado la correspondiente resolución, la 
misma podrá entenderse desestimada” (boe. laps, art. 24.3). Sin perjui-
cio de que la Administración resuelva expresamente aún fuera de plazo 
de conformidad con el art. 19.7 laps informando debidamente a la per-
sona interesada del motivo de la demora.
7 El Ministerio del Interior subrayó que los sistemas informáticos lle-
vaban sin renovarse desde 2006, agravándose por la razón de que la 
oar ha contado con un total de 60 plazas desde su creación en 1992 
(Gobierno de España, Ministerio del Interior [Sala de Prensa]). Las res-
ponsables de la Oficina de Asilo y Refugio presentan al Defensor del 
Pueblo las medidas puestas en marcha para acelerar la resolución de 
solicitudes).
8 Defensor del Pueblo. El asilo en España. La Protección internacional y los 
recursos del sistema de acogida, junio de 2016. Recomendación nº 11.
9 BOE. Real Decreto-ley 6/2018, de 27 de julio, por el que se aprueba 



131

una oferta de empleo público extraordinaria y adicional para el refuerzo 
de medios en la atención a asilados y refugiados, pp. 76876 a 76878.
10 Gobierno de España, Ministerio del Interior (Sala de Prensa). La Oficina 
de Asilo y Refugio resuelve en 2024 96.251 expedientes de protección 
internacional, un 4,2 por ciento más que en 2023. 
11 Andrea Fernández Solé. “Devoluciones “en caliente” en Ceuta y Meli-
lla: Adecuación a la normativa internacional de derechos humanos”, pp. 
1-20.
12 Rosario García Mahamut, “El sistema de protección internacional el Es-
paña: estado de la cuestión”, p. 374.
13 Carmelo Ulises Mesa-Pérez y Arnau Poy. “Asilo y migración irregular 
marítima en las Islas Canarias”, pp. 1-28.
14 Manuel de la Rocha Rubí. “El pacto sobre migración y asilo o las contra-
dicciones de la Europa ilustrada”, p. 4.
15 Defensor del Pueblo. Informe anual 2024, pp  62-64, 164 y 166.



132

Coordinadora
Martha Elba izquierdo Muciño

Originaria de la ciudad de Morelia, Michoacán, rea-
lizó sus estudios de Licenciatura en Derecho en la 
Universidad Nacional Autónoma de México (unam, 
1973), de Maestría en Derecho y diplomado en De-
recho Público en la Universidad Autónoma del Esta-
do de México (uaem, 1989) y el Doctorado en Dere-
cho en la Universidad Nacional Autónoma de México 
(unam). Pertenece al Sistema Nacional de Investiga-
dores y al Perfil Deseable proed. Ha contribuido con 
diversas publicaciones en materia de derecho social 
y derechos humanos.



coordinado por: Martha Elba Izquierdo Muciño. Se terminó de 
editar el 21 de julio de 2026. La edición estuvo a cargo de 
la Dirección de Bienes Públicos del Conocimiento de la Se-
cretaría de Ciencia, mediante el Departamento de Libros 
Abiertos. En interiores y portada se emplearon las tipogra-
fías Aller.

Por disposición del Reglamento de Acceso Abierto se publi-
ca la versión pdf de este libro en el Repositorio Institucional 
de la Universidad Autónoma del Estado de México.

México y 
España
conversaciones jurídicas


	Índice
	Presentación
	El derecho humano a la reelección legislativa como profesionalización en México
	Introducción
	Desarrollo
	Conclusiones
	Fuentes de consulta
	Notas al final

	Fake news en tiempos pandémicos: la orden ministerial del gobierno de España contra la desinformación
	Introducción
	Fake news o desinformación: aclaración conceptual
	La veracidad: requisito constitucional del derecho a la información

	Procedimiento de actuación contra la desinformación del gobierno español
	Críticas a la orden ministerial contra la desinformación: ¿Ministerio de la Verdad?
	Conclusiones
	Fuentes de consulta
	Notas al final

	Control social y sistema penal en México
	Introducción
	Análisis del control social
	Sistema penal en México
	Realidad de los mecanismos de control social
	Conclusiones
	Fuentes de consulta
	Notas al final

	Justicia restaurativa en el ámbito laboral en México: una nueva perspectiva de resolución de conflictos
	Introducción
	Justicia restaurativa
	Implementación de la justicia restaurativa en el ámbito laboral
	Etapa de conciliación
	Etapa de juicio
	Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral

	Conclusiones
	Fuentes de consulta
	Notas al final

	La protección internacional en España en datos: los puestos fronterizos nacionales más afectados
	Introducción
	Evolución reciente de las solicitudes de protección internacional en las ciudades autónomas españolas: el caso de Ceuta y Melilla en el 2024
	Los puestos fronterizos marítimos recientemente afectados: la crítica situación de las Islas Canarias
	La ampliación de la normativa europea contra la trata de seres humanos: implicaciones para la migración irregular
	Fuentes de consulta
	Notas al final

	Coordinadora

